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VICTORIA FINAL DE LAS FARC SOBRE EL PARAMILITARISMO, EN LA CONSTITUCIÓN

Daniel Mera Villamizar
De dos fenómenos igual de repugnantes en lo moral y lo político, a uno lo estamos erigiendo vencedor en nuestra historia.
El debate sobre la elevación a rango constitucional de la prohibición legal existente del paramilitarismo dejó todavía más claro que al Gobierno y a las mayorías del Congreso les importan cinco las consecuencias simbólicas, históricas, morales, políticas y jurídicas del malhadado acuerdo con las Farc.

Intelectuales y columnistas influyentes, por su parte, nos hicieron notar que en el posacuerdo la ‘reconciliación’ en el plano intelectual consistirá en que ellos defienden sin asomo de dudas las imposiciones de la mesa ‘constituyente’ de La Habana.

Cuenta la revista Semana que este artículo constitucional “fue objeto de interminables discusiones (…) y las Farc lo consideraban un asunto de honor. Después de mucho tire y afloje, ante la convicción de que el efecto era neutral, el texto del artículo quedó aprobado”.

Sin embargo, a ninguno de ellos (Uprimny, Gallón, Gutiérrez, Valencia, Caballero) le entró la duda de por qué las Farc querrían tanto un artículo de implicaciones supuestamente neutrales. Omitieron referirse a la exposición de motivos del acto legislativo y hay que ver cómo despacharon la carta del Consejo Gremial, CG, a la Cámara de Representantes.

¿Diálogo? ¿Discusiones verdaderas? El CG argumenta que el proyecto degrada la legitimidad del Estado y esta afirmación de la exposición de motivos es evidencia: “Las armas del Estado han servido (…) para imponer a sangre y fuego leyes, estrategias y políticas excluyentes, discriminatorias y perversas…”. Deben decirnos aquellos intelectuales si les parece aceptable este juicio histórico emitido por el cogobierno con las Farc en la CSIVI.

María Isabel Rueda, Jorge Humberto Botero, Alfonso Gómez Méndez, y en especial Pedro Medellín Torres con María Claudia Rojas Lasso, Jaime Arrubla y José Gregorio Hernández  han prestado el invaluable servicio de sostener el debate. “Negar el paramilitarismo es tan estúpido como aceptar que hubo un Estado criminal que masacró a sus opositores o impuso a sangre y fuego políticas excluyentes”, sintetiza bien la posición ecuánime.

Por mi parte, quisiera enfatizar un aspecto de la disputa por la narrativa histórica que predominará. El acuerdo con las Farc no solamente conduce a que se establezca que la guerra revolucionaria (y terrorista) se justificaba y era necesaria, sino que asegura una victoria moral, histórica y política sobre el paramilitarismo, que se esfuerzan en describir como representativo de los sectores y corrientes críticos de la negociación con las Farc.

Como el paramilitarismo con su componente político contrainsurgente ya no existe —y sus líderes fueron proscritos de la vida política—, el acuerdo de La Habana tiene el cuidado de referirse a las “organizaciones criminales que hayan sido denominadas como sucesoras del paramilitarismo”. Son simplemente delincuentes organizados sin motivación ideológica-política, que matan por intereses económicos, con muchos de los cuales las Farc hacían negocios.

Salvo las Farc y sus vocales, nadie quiere llamarlos “sucesores del paramilitarismo”. El Estado desmovilizó a los paramilitares, puso a sus jefes en la cárcel y les propinó una derrota militar estratégica a las guerrillas. ¿Qué sentido tienen, entonces, los titulares actuales de “prohíben el paramilitarismo”? Para las Farc, la victoria final, simbólica, escrita en la Constitución con su letra. Con sus 1.200 hombres armados por el Estado en la UNP, sin pudor frente a sus víctimas.

Para la conciencia de la sociedad, un insulto. Nunca la Constitución y la ley permitieron los horrores del paramilitarismo para enfrentar la violencia guerrillera. El fenómeno que se dio fue ilegal. Que los que sembraron las motivaciones del paramilitarismo con su coerción y sevicia pretendan ahora que lo prohíben desde la Carta Magna es una cruel ironía que solo disfrutan ciertos espíritus cultivados y militantes.  

Una ironía que algunos congresistas culiprontos entenderán mejor cuando descubran que la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad que crea el acuerdo con las Farc tendrá entre sus funciones proponer “los mecanismos para la revisión de antecedentes de los servidores/as públicos  en todas las instituciones del Estado con el fin de verificar  cualquier  involucramiento que hayan tenido los anteriores con grupos y/o actividades de paramilitarismo o violaciones de Derechos Humanos” (3.4.3.i, Decreto-Ley 154 de 2017). ¿Para qué?

Obviamente, no verificarán antecedentes de involucramiento con actividades de guerrillas porque estas ganaron, dictan la nueva institucionalidad, y a quién se le ocurre que tuvieron relación con “violaciones de Derechos Humanos”, según los negociadores de paz. El privilegio de los vencedores.

Solo que esa victoria es falsa e ilegítima, precaria. La evolución cultural ha llevado a que en la conciencia de los colombianos no haya superioridad moral entre guerrillas y paramilitares. Ambos son fenómenos que nunca han debido ocurrir. El grueso de la sociedad no se identifica ni con uno ni con otro. Este es un gran activo moral y ético de nuestra sociedad. Regalarle una victoria a las Farc sobre el paramilitarismo en tan distintos planos, incluyendo la Constitución, es no interpretar a las mayorías, y no solamente a las del No en el plebiscito.
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EL HAMBRE Y LAS GANAS DE COMER

Alfredo Molano Bravo

Habrá que encontrarle una definición al consumismo para diferenciarlo del consumo. Quizá sea el carácter suntuario de un modo de consumo que por ahí se transforma casi en una ideología. En un valor supremo, una corriente social inatajable. Nadie es ajeno a esa contagiosa fuerza. Lo característico del consumismo no es que se satisfagan necesidades –ni aun las artificiales–, sino que cada vez sobra más y más de lo que se produce: lo sobrante se vuelve basura y se bota, se desperdicia. Cuando la basura comienza a consumirnos, se ha llegado al consumismo. Se trabaja para botar a la caneca. Todo el mundo quiere tener, poseer, mostrar. Consumo no es comida, no es canasta familiar. Es una corriente de posesión de todo, el demonio suelto. Los más ricos, los que se supone que lo tienen todo, quieren más. Los que no tienen nada, igual.

El país ha ido llegando poco a poco a esta trágica condición. Las bonanzas del café y del petróleo prepararon el clima social, pero los grandes beneficios se quedaban en los bolsillos de los exportadores, se concentraban en las nóminas de sus altos empleados. Los cultivos ilícitos –marihuana, coca, amapola– cambiaron esa lógica y democratizaron sus propias bonanzas. El colono del Guaviare salió del monte a comprar ropa de marca, aun falsificada; el bachiller de Marinilla se fue a negociar al Putumayo con lo que saliera; el diplomado de Tuluá montó una discoteca en El Doncello. El empresario quebrado de Bello, el “niño bien” empobrecido de Cali, la mujer bonita de Ibagué, el banquero codicioso de Bogotá, todos buscaron ponerles la canal a los ríos de coca, o de marihuana, o meterse a lavar plata que viene a rodos y entra de contrabando a los ojos de todo el mundo y de toda autoridad. Y con ellos también el gamonal, el general, el sargento, el juez, el cura, el profesor, el profesional de la salud.

El consumismo y el narcotráfico crearon una cultura e impusieron la fortuna fácil, que a decir verdad no es tan fácil, pero es rápida y carece de normas. Es el espíritu puro del dinero: crecer, desbordarse, no respetar jerarquías ni valores, ni leyes. Una cultura –manera de ver el mundo– que “no come de ninguna”, come del muerto, no acepta límites ni reglas: ni en los negocios, ni en la acumulación, ni en el consumo. Una sociedad poseída por una pulsión de infinito. Es, además, por su misma naturaleza expansiva, invasora; arrincona al que se niega, anula al que se aparta, quiebra al que no se suma. Domina, se impone; es brutalmente autoritaria, cruel y dogmática. Arriba y abajo hacen sociedad.

Es el caldo de los falsos positivos; de la venta, la compra y la negociación de órdenes de captura; el reino del “cómo voy yo” en la construcción de obras públicas, en todo nombramiento, en todo empleo, en toda licencia. Cada trámite tiene precio.

¿Cómo puede, entonces, asombrarnos el caso de los magistrados pulquérrimos mercadeando sentencias? ¿O el de los héroes en los campos de batalla negociando cadáveres? ¿De los impolutos contratistas de obras públicas sacando tajada de cada bulto de cemento, de cada gramo de hierro? ¿De los integérrimos políticos que venden a pedazos y a pedacitos el Estado, su teta?

FRENTE AL ESPEJO DE NUESTRA TRAGEDIA

Editorial
El caso de corrupción que tiene en el centro al exfiscal Anticorrupción Luis Gustavo Moreno nos está haciendo a los colombianos un recorrido por todos los aspectos que están mal en la estructura de poder en el país. Más allá de las reformas que se anuncian, y que pueden ayudar, lo que se necesita es tomar el problema con la seriedad que merece, abandonar la idea de que se trata de unas pocas manzanas podridas y enfrentar la realidad de que la corrupción es el mayor reto existencial para Colombia.

Primero, el escándalo Moreno ha demostrado lo difícil que es para las instituciones colombianas investigarse a sí mismas y purgar la corrupción interna. Pese a que el fiscal general, Néstor Humberto Martínez, priorizó el tema desde su discurso de posesión, sin la intervención de la justicia estadounidense es muy probable que Moreno todavía siguiera como la cabeza anticorrupción de Colombia. Y que nada sucediera. Si una figura tan importante ha quedado en evidencia como el engranaje clave en redes de extorsión y tráfico de influencias, ¿cómo pueden confiar los colombianos en las autoridades y en su capacidad de limpiar la cloaca?

Segundo, las acusaciones, cada vez más certeras, contra exmagistrados que incluso fueron expresidentes de la Corte Suprema de Justicia ponen en entredicho las decisiones de la Rama Judicial de los últimos 15 años. También ha evidenciado que la terquedad y arrogancia de los altos magistrados ante cualquier proyecto que busque reformarlos y vigilarlos ha sido cómplice, consciente o inconscientemente —todavía no lo sabemos, pero plantearse la pregunta ya no es irresponsable—, de sobornos, extorsiones y decisiones judiciales trancadas o desviadas.

Tercero, es claro cómo la repartición indiscriminada del presupuesto, a cambio de apoyos electorales, ha permitido el crecimiento de caudillos locales que no temen construir burocracias clientelistas, en detrimento de los recursos públicos y de sus propios electores. Tanto en el Congreso como a nivel regional abundan personas que se mueven como zares y se creen por encima de la ley, ya que pueden pagar para quitársela de encima, con la complicidad de los políticos del centro que los necesitan a su lado cada vez que están en campaña.

Cuarto, la cereza en el pastel esta semana, Moreno tenía celulares y cocaína en el patio de extraditables de la cárcel La Picota de Bogotá. Otro caso más de un delincuente de cuello blanco aprovechándose de la corrupción dentro del Inpec para obtener beneficios, mientras el resto de la población carcelaria sufre un hacinamiento infrahumano que ningún gobierno ha sido capaz de solucionar, pese a múltiples decisiones de la Corte Constitucional ordenando una intervención.

Un solo caso, construido a partir de una declaración obtenida por la DEA de Estados Unidos, puso a temblar a todo el establecimiento político y judicial colombiano. Angustia pensar en todo lo que todavía no sabemos, en casos más allá de Moreno y allí donde los reflectores de la justicia no han podido llegar por muchos años.

Esto no se soluciona con reformas, aunque por supuesto hay medidas que ayudan y que deben impulsarse. El diagnóstico es mucho más grave: la corrupción está en la raíz de la sociedad colombiana, toca todos los aspectos de la vida pública y es una lucha diaria de cada individuo.

Rasgarse las vestiduras en público y hablar de manzanas podridas, pretender que Moreno y compañía son casos aislados, es una posición irracional e inútil. La corrupción es el obstáculo para el desarrollo de Colombia, en los espacios públicos y privados. Ahora que no hay conflicto armado con las Farc para distraer, está claro el iceberg en el camino del país. ¿Vamos a combatirlo en serio o nos indignaremos mientras pasa la ola del escándalo, para luego seguir en las mismas hasta que llegue el siguiente? Esto último, el clásico hagámonos pasito para pasar todos agachados, sería una gran desgracia.

OLORES MEFÍTICOS

Piedad Bonnett

Mientras de las cloacas brota a borbotones la corrupción, uno se pregunta qué pasó en este país para que la descomposición ética y moral se haya tomado desde los pueblos más miserables, donde se roban la plata del alcantarillado, la educación, la salud, hasta las instancias que siempre se consideraron libres de esa peste, como las altas cortes.

No se me escapa que se podrían publicar libros enteros sobre el tema. Pero eso no es óbice para que empecemos a desgranar reflexiones que nos ayuden a ir buscando cambios. El filósofo holandés Rob Riemen, en excelente entrevista para El Tiempo, toca el primero de los puntos neurálgicos: “Vivimos en una democracia de masas, pero los poderes de propaganda, los comerciales y los financieros son los verdaderos poderes. Y la clase política maniobra para beneficiarse. De aquí proviene la corrupción”. En efecto, dicha clase se ha corrompido hasta los tuétanos porque el sistema que la provee y la sostiene lo permite. Capitalismo salvaje en democracias en crisis. Con esa brutalidad casi ingenua que engendra el cinismo, Bernardo Elías, “Ñoño”, confiesa que lo que vale no es lo que se legisla en la capital, sino los réditos que se consiguen en las regiones a punta de politiquería. La estrategia para armar la cadena es relativamente sencilla: entre varios miden la magnitud del botín y se sientan a ver cómo se lo reparten. Al tío lo condenan a cárcel por el proceso 8.000 y el sobrino salta y se arrima a alguien entroncado ya en la mafia política; enseguida busca socios para su maniobra, invierte los millones que sea en el “negocio”, que es salir elegido, y apoyado en la mermelada, en el lobby parlamentario y en presupuestos y reformas que él mismo aprueba en el Senado, logra que el Estado le dé partidas para hacer obras, que apenas si se ven porque la plata se queda por el camino.

“Aquí los fiscales y los procuradores son los abogados de los bandidos”, afirma una líder comunitaria de Carmen de Bolívar a Salud Hernández. “Les dicen: arregle con el tipo que puso la denuncia para que no apele, y eso muere aquí. Se volvieron extorsionistas y siempre tienen dueño político”. Y es que siempre habrá abogados “porcinos” , y tipos como el exfiscal Moreno, pobres diablos dispuestos a trepar sobornando. “Hoy sé que a cualquiera le puede pasar”, dijo el muy desvergonzado. Con lo que no contábamos era con que sus padrinos fueran altos magistrados. Y todo esto con el aval de los partidos. ¡Y ahora resulta que los líderes se deslindan de esos partidos, en un esguince para no parecer culpables de cohonestar la corrupción! Políticos mañosos pretendiendo pasar por “antipolíticos”, como si les pudiéramos creer. ¡Vargas Lleras presentándose como un “outsider”! Lo que hay que ver.

Ante este panorama que desmoraliza a la ciudadanía honesta uno se pregunta qué se puede hacer. O si algo se puede hacer. Yo creo que sí. A largo, a mediano y a corto plazo. Ya es importante que la porquería esté saliendo a chorros de las alcantarillas. Pero, para empezar, no sólo hay que indignarse sino mostrar masivamente el repudio —la consulta popular anticorrupción de Claudia López es ya un paso—, y, sobre todo, castigar en las urnas a los fariseos de los partidos tradicionales que se han hecho los de la vista gorda.

ES LA CORRUPCIÓN, NO LA CONSTITUCIÓN

Luis Carvajal Basto

Crece el coro de quienes proponen una constituyente para solucionar nuestros problemas. Es, sin embargo, un falso dilema. ¿Es consistente refundar el país cada 25 años? Si algo sabemos los colombianos es que las normas “se quedan escritas”. O, lo que es lo mismo, no las respetamos. Las nuevas, si hacemos otra Constitución, ¿correrían distinta suerte?

Afrontamos una profunda crisis de credibilidad en las instituciones. Mientras eso ocurre algunos dirigentes políticos insisten en la constituyente como respuesta mágica y fácil. Como “nos gusta”. Estando, como estamos, en la puerta de elecciones, se parece más a un argumento electoral, protagonismo mediático incluido, que a una verdadera solución. El país está indignado y necesita respuestas, pero no sirven placebos. Para espejos indeseables, las constituyentes de Chávez y Maduro en Venezuela. Y miremos dónde van nuestros hermanos luego de “liquidar” a sus partidos.

Aprovechando el momento de “efervescencia” olvidamos los enormes logros de la Constitución. Otra cosa es preguntarse si se ha correspondido con las características de nuestra evolución; con las particularidades de los diferentes periodos históricos.

La historia se desarrolla como “es” y no como “debiera ser”, según la mirada de cada quien. ¿Era 1991, un momento crítico de nuestra historia con el narcotráfico y la guerra con las Farc en pleno auge, el momento indicado para sustituir el presidencialismo de la Constitución de 1886? Estadistas de la talla del expresidente López consideraron que no era apropiado. ¿Estamos viviendo las consecuencias de ese desajuste? Nadie podrá comprobarlo o desmentirlo. Lo que sí podemos hacer es evitar nuevos y costosos remedios mágicos que resultarían gravosos aunque nos permitan “salir, otra vez, del paso”.

Por supuesto, hemos tenido dificultades y, dentro de ellas, las más significativas han sido las sucesivas modificaciones realizadas en la urgencia de los diferentes momentos políticos a falta de una perspectiva estratégica o de Estado. Ello no ha dejado ver la mayor debilidad de nuestro desarrollo constitucional: la falta de participación ciudadana (no solo electoral, aunque también) y sus expresiones organizadas, un componente fundamental en la arquitectura constitucional del 91.Después, la falta de sincronismo entre nuevas formas de expresión y participación con los partidos. El desarrollo de aquellas no tiene por qué significar el deterioro de estos, como ocurre ahora con su descalificación, en la práctica, mediante el auge de las candidaturas “por firmas”. ¿Democracia sin partidos?

Sirve como ejemplo lo ocurrido con la descentralización, otro de los pilares constitucionales. La elección popular de autoridades locales, y sus efectos administrativos, no estuvo acompañada de participación, en forma de vigilancia o gestión ciudadana. En consecuencia, se ha descentralizado la corrupción, y “popularizado”, aunque mediáticamente se note más en las grandes ciudades, como en el carrusel de Bogotá o en los recientes escándalos que involucran a altos funcionarios, políticos y magistrados. Siguiendo el hilo de quienes proponen una nueva  Constitución, ¿debería revocarse, también, la elección popular de alcaldes y gobernadores? Esa es una pregunta que podría plantearse una eventual constituyente.

Las reformas que se desprenden de los acuerdos con las Farc representan las primeras de gran calado en desarrollo del principio constitucional de participación, en este caso política, con una fuerza que utilizó esos reclamos como justificación o pretexto para la guerra. Pero las reformas que necesitamos no tienen por qué, necesariamente, plegarse o reducirse a lo acordado cuando en realidad necesitamos superarlo. Siendo tan importante, como es, la participación política con reglas neutrales y claras de quienes no han podido hacerlo, por ejemplo las Farc y las comunidades marginadas de las circunscripciones especiales, también lo es, pudiendo ser más significativa, la expresión de grandes y renovados sectores ciudadanos que no han encontrado canales de expresión, aunque no hubiesen propuesto ni desarrollado una guerra.

Con la experiencia y los espejos que tenemos, de poco valen formalidades; refundar el país solo para distraernos de problemas que no se saldarán con un cambio de normas: se trata de la corrupción y hace rato está prohibida. No nos equivoquemos.

POR UNA REFORMA DE VERDAD

Armando Montenegro

Las recientes revelaciones sobre coimas y actuaciones torcidas de congresistas y altos magistrados no muestran todo lo que está podrido en la justicia y la política. El gran volumen del iceberg de la corrupción, con seguridad, permanece sumergido en el silencio y las complicidades. No se trata tampoco de pocos casos aislados, de unas manzanas podridas, de los escasos Bustos y los Ñoños de la justicia y de la política; ellos son apenas unas muestras representativas de un mal mayor, extendido por todo el sector público, que articula a concejales, diputados y parlamentarios (personajes que en sus regiones, con alguna frecuencia, también se relacionan con elementos del crimen organizado) que se confabulan y amangualan con jueces y magistrados de todos los niveles para mantener su impunidad. Esto es lo que explica que en los últimos años hayan prescrito o se hayan silenciado tantos escándalos y carruseles, que en su momento alarmaron a la opinión pública.

El Poder Ejecutivo no está aislado de este entramado. Como lo han discutido numerosos trabajos del profesor James Robinson, los distintos gobiernos, a veces con buenas intenciones y con el ánimo de obtener y mantener cierta gobernabilidad, se tapan las narices y aportan a ciertos líderes políticos jugosas cuotas burocráticas y amplias partidas presupuestales (la llamada mermelada, parte de la cual, más adelante, mediante un proceso de contratación amañado y tramposo, pasa a engrosar sus patrimonios privados) a cambio de su lealtad fletada en las votaciones del Congreso. El círculo se cierra cuando los robos de los recursos públicos y otros crímenes que surgen de esas transacciones se cubren con la impunidad que se compra y se vende en algunas instancias de la llamada justicia.

Este sistema, que evidentemente tiene algunos de los rasgos que se les atribuyen a las cleptocracias, ha asumido en algunas ocasiones el control total de ciertos municipios y departamentos que han sido sistemáticamente saqueados con el concurso de políticos, jueces y funcionarios de los llamados organismos de control, quienes, en distintas proporciones, han participado del botín y cuyas acciones han sido encubiertas por la impunidad (una de las características de la corrupción en Colombia es que estos esquemas torcidos, ensayados con éxito en algunos entes territoriales, se han incrustado y crecido en algunos segmentos de las altas esferas del Estado).

No hacer nada no puede ser una opción en la actualidad. El presidente de la República, los congresistas y políticos, así como muchos de los jueces y magistrados que no hacen parte de los esquemas viciados, deben apoyar las iniciativas encaminadas a reformar las instituciones que propician y blindan el crimen de cualquier forma de control y sanción.

Tiene razón la senadora Claudia López en proponer que se haga a un lado el proyecto que cursa en el Congreso y que se aproveche el fast-track para emprender una verdadera reforma que limpie de raíz las prácticas oscuras de la política. Y, por supuesto, también tienen la razón quienes están insistiendo en la necesidad de crear el Tribunal de Aforados, el mismo que fuera torpedeado hace algunos meses precisamente por los implicados en los escándalos recientes, quienes buscaban de esta forma gozar del privilegio de no tener que responder por sus bellaquerías.

MAGISTRADOS, FUEROS Y DESAFUEROS

Rodrigo Uprimny
Que tres expresidentes de la Corte Suprema hayan podido recibir sobornos es un hecho gravísimo, que obliga a reflexionar y tomar medidas para prevenir y sancionar la corrupción en las altas cortes. Pero el tema es complejo pues no sólo las soluciones distan de ser fáciles, sino que, además, ciertas propuestas, que suenan atractivas por lo audaces, como convocar una Asamblea Constituyente, podrían dificultar la salida de esta dura crisis judicial.

En otros textos pienso abordar distintos aspectos que podrían contribuir a enfrentar esa corrupción judicial. En esta columna me concentro en un punto y es el sentido y alcance del fuero de los magistrados de la cortes.

Este fuero no es un privilegio para proteger a los magistrados de investigaciones penales, sino que es una garantía para que cumplan sus funciones sin presiones indebidas. Este fuero, como todo fuero, debe entonces ser interpretado en forma muy estricta puesto que es una excepción a la igualdad de todas las personas ante la ley penal. Esta tesis sugiere que Bustos y Ricaurte no gozan en este caso de fuero y deberían ser investigados por la Fiscalía, como cualquier mortal, sin que su caso deba ir a la Comisión de Acusaciones de la Cámara, cuya ineficacia es tan clara que es popularmente conocida como comisión de absoluciones.

La razón: ninguno de los dos es actualmente magistrado y, aunque los presuntos sobornos ocurrieron mientras ejercían esa función, el artículo 174 de la Constitución señala que en esos casos el fuero sólo cubre los delitos “ocurridos en el desempeño” del cargo. Debe haber entonces un vínculo claro de los hechos con el cargo. Pero, ¿podemos considerar que tramitar y recibir sobornos está vinculado al desempeño del cargo de magistrado? O, por el contrario, ¿debemos aplicar al fuero de los magistrados la misma doctrina que la justicia ha desarrollado frente al fuero de los militares?

Como se sabe, la justicia militar conoce de los delitos cometidos por los militares, pero únicamente por hechos relacionados con el servicio. La Corte Constitucional ha dicho, con un criterio también acogido por la Corte Suprema, que hay ciertos delitos que son tan graves y extraños a la función del militar, como un violación sexual o una desaparición forzada, que debe entenderse que para efectos penales cualquier vínculo con el servicio quedó roto, incluso si los delitos fueron cometidos aprovechándose de la función militar. Esos casos son conocidos ahora por la justicia ordinaria y no por la justicia militar. Con la misma lógica habría que concluir que la conducta de concertar sobornos para alterar fallos judiciales es una conducta tan extraña a la función propia de un magistrado que cualquier vínculo con el desempeño del cargo de magistrado quedó roto. Y que esos hechos deben entonces ser conocidos por un procedimiento judicial ordinario ante un juez ordinario, sin necesidad de antejuicio en el Congreso ni fuero especial ante la Corte Suprema.

Es una propuesta para ajustar y limitar el fuero de los magistrados a fin de controlar más efectivamente sus desafueros.

VACUNAS CONTRA LOS JUECES

Héctor Abad Faciolince

No voy a ocuparme de lo que es obviamente repugnante e indigno de cualquier juez, ya no digamos de un magistrado de la Corte Suprema de Justicia: que venda sus sentencias por dinero y que haya políticos acusados de tener nexos con el paramilitarismo (como Besaile, Jattin o Ramos) que puedan comprar su libertad girando 100 o 1.000 o 3.000 millones de pesos. Que se venda un fallo incluso en el más alto nivel de la justicia no solo nos deja con la boca abierta, sino con una sensación de repugnancia y rechazo sin atenuantes. Y que el conducto de esta vergüenza para la justicia haya sido el “fiscal anticorrupción” Gustavo Moreno, asiduo defensor de parapolíticos, no hace más que aumentar la indignación.

Como lo anterior es obvio, prefiero ocuparme, en cambio, de lo que es discutible y está en el terreno jurídico y político de lo que debe decidirse según sea conveniente o no para el país y para la salud de los ciudadanos. Los hechos, en resumen, son los siguientes:

Desde el año 2012 el Ministerio de Salud decidió incluir en el POS (Plan Obligatorio de Salud) la vacuna contra el virus del papiloma humano (VPH), la cual empezó a aplicarse gratuitamente a millones de adolescentes. La vacuna, hasta ese momento, era un privilegio solamente de los más ricos, por su alto costo. Si bien las tres dosis de la vacuna se han aplicado millones de veces en Colombia y en el mundo, con un grado de seguridad y de protección altísimos, hubo episodios adversos asociados con la vacunación. El más conocido aquí fue el del Carmen de Bolívar donde las niñas de un colegio sufrieron dolores, desmayos y visión borrosa después de la aplicación de la vacuna. Las reacciones psicológicas a las vacunas, conocidas como psychogenic mass reactions, son comunes, especialmente en los colegios, y más si los medios de comunicación alimentan el miedo.

Algunos estudiosos sostienen que, a veces, la vacuna contra el VPH podría estar asociada con la aparición de enfermedades autoinmunes. Esta afirmación podría depender de una falacia muy conocida, la de post hoc ergo propter hoc, es decir, que lo que viene después de algo es a causa de ese algo. Me vacunan y, cierto tiempo después, me da Guillain-Barré. ¿Hay aquí una relación de causalidad o solo una correlación? Es difícil saber, pero aun en el caso de que la vacuna fuera el factor desencadenante, lo cual es rechazado por la mayoría de los estudios, el nivel de protección contra el cáncer de cuello uterino que suministra la vacuna a millones de mujeres es un beneficio tan grande, en términos de salud pública, que justifica el riesgo de un puñado de casos adversos.

Lo malo y, en mi opinión, lo dañino de la sentencia del magistrado Alberto Rojas de la Corte Constitucional es que, si bien admite lo que afirma la mayor parte de los expertos médicos y científicos (que la vacuna sirve, es segura y sus efectos secundarios no son graves), la conclusión va en contravía de lo que admite: en adelante la vacuna contra el VPH solo podrá administrarse con el consentimiento informado de las vacunadas o de sus padres.

El consentimiento informado no es el problema. En una sociedad educada todo consentimiento debiera ser informado. El problema está en si la población puede negarse a recibir, a partir de esta sentencia, no digamos esta vacuna, sino otras que protegen de enfermedades más letales y contagiosas. En el caso del VPH, la vacunación no era obligatoria. La palabra “obligatorio” en el POS no quiere decir que un tratamiento sea obligatorio, sino que es obligatorio que el Estado lo ofrezca gratis. Era posible, firmando un documento, que las jóvenes rechazaran la vacuna. Pero cuando la Corte dice que el Estado no puede imponer nada al cuerpo de un individuo, abre la puerta para que vacunas tan básicas como las de difteria, varicela, polio, sarampión, etc., enfermedades con una carga epidémica muy grande, puedan también ser rechazadas según el mismo principio. Por eso el fallo, además de inútil, es dañino.

EL HISTORIAL CRIMINAL DEL PARTIDO DE LA U

Jorge Eduardo Espinosa

El Partido de la U nació el 31 de agosto del 2005. Fue fundado por el “político periodista” en su tiempo libre y director de la Fundación Buen Gobierno, Dr. Juan Manuel Santos Calderón. Un año después, en 2006, fue nombrado ministro de Defensa por el entonces presidente Uribe Vélez. El partido pretendía defender el proyecto político de Uribe, y por aquel entonces el todavía muy uribista Santos trabajaba de la mano con Óscar Iván Zuluaga para defender el legado de ese gobierno. Hoy las cosas han cambiado. Pero esa es otra historia y lo que propongo, como lo anuncié la semana pasada, es examinar el historial criminal del Partido de la Unidad Nacional. En estos prósperos 12 años el partido inspirado en los principios democráticos del presidente Santos tiene cinco excongresistas condenados por la Corte Suprema de Justicia: Mauricio Pimiento, Miguel Ángel Rangel, Odín Sánchez Montes de Oca, Jairo Merlano y Fuad Rapag Matar.

En los últimos días los dos congresistas más votados del país en el 2014, Musa Besaile Fayad y Bernardo Miguel Elías Vidal, fueron salpicados en el escándalo de Odebrecht. Uno de ellos, el Ñoño Elías, fue capturado por orden de la Corte Suprema, y Besaile ha reconocido que pagó $2.000 millones a un magistrado para que no avanzara una investigación en su contra por vínculos con los paramilitares. Declaró en entrevistas con distintos medios que era una pobre víctima de una horrible extorsión, y que pagó por miedo a las represalias. Nada de esto es cierto. El señor cometió un delito y debe responder. Y también debe investigarse, ahora sí, si tiene o no relaciones con los paramilitares. Ambos acusados hacen parte del Partido de la U.

En su brillante trayectoria democrática, el Partido de la U dio el aval a personajes como Salvador Arana Sus a la Gobernación de Sucre. La revista Semana, en un artículo del 2006, bautizó al uribista Arana como "El gobernador de la muerte". En 2016 la Corte Suprema dejó en firme la sentencia contra el delincuente Arana Sus, condenado a ocho años de prisión por desviar recursos del departamento para financiar a grupos paramilitares. No es lo único. El asesino Arana fue también fue condenado por su responsabilidad en la muerte del alcalde de El Roble (Sucre), Eudaldo Díaz. El alcalde cometió el pecado de acusar a Arana de tener nexos con los paramilitares y de estarlos financiando. Díaz, en otra crónica de una muerte anunciada, advirtió al entonces presidente Uribe que lo iban a matar. Y lo mataron.

Pero esperen, que esto no termina. El Partido de la U, tan exitoso en las elecciones de octubre de 2015, logró elegir a 271 alcaldes con su aval. De ellos, 53 tienen algún tipo de cuestionamiento. No es el único responsable, porque 13 alcaldes fueron por coalición con otros partidos, siendo Cambio Radical, el partido del candidato Vargas Lleras, el de más coaliciones en la lista. Es apenas lógico, entre ellos bien se entienden. De los gobernadores electos en octubre del 2015, están siendo investigados el gobernador de Norte de Santander, William Villamizar, la gobernadora del Valle del Cauca, Dilian Francisca Toro, y el gobernador de La Guajira, Wilmer González Brito, capturado por el delito de corrupción al elector en los comicios de noviembre de 2016.

El delincuente Samuel Gustavo Moreno Rojas, cerebro junto a su hermano Iván del robo a Bogotá, fue elegido con el aval del Polo Democrático, y luego ampliamente apoyado en el Concejo de la ciudad por el Partido de la U. Este no es un detalle menor. El Polo, sin duda el gran responsable del mayor desfalco a la capital del país, tuvo un socio en toda esta triste historia: el Partido de la U, el partido que más concejales obtuvo, 13, y que se convirtió en el principal socio político del Polo, que tenía 10 concejales. Eran enemigos en el orden nacional, pero socios en Bogotá. Es indispensable recordar, como parte de nuestra escasa memoria política, que el Partido de la U es tan responsable como el Polo Democrático en el horror de los Nule y los Moreno en la capital. El Polo, con justicia, ha pagado el precio en las urnas de los Moreno, y también debería pagarlo el partido fundado por Juan Manuel Santos. En su lema, el partido dice: “Unidos, como debe ser”. Este resumen del prontuario de La U que hoy traigo para ustedes demuestra que lo único que los une son las prácticas en el todo vale.

La próxima semana, la historia criminal del honorable Partido Conservador.

KARAOKE POR CÁRCEL

Yohir Akerman

Todo parece indicar que el exalcalde de Bello César Augusto Suárez Mira, como dice el dicho: no estaba preso, andaba de parranda. La historia va así.

El 1 de diciembre de 2016, el miembro del poderoso clan ‘suarista’ fue capturado en su despacho por agentes del CTI como presunto responsable de falsedad ideológica en documento público y falso testimonio. Dos días después le fue otorgado el beneficio de casa por cárcel.

Los hechos que lo tumbaron y lo llevaron a prisión fueron revelados por esta columna y también denunciados ante la Fiscalía y la Procuraduría por el exconcejal de Bello y presidente de Fenalpaz en Antioquia, León Freddy Muñoz.

El caso jurídico ha tenido de todo un poquito.

El 20 de enero la directora de Fiscalías de Medellín, la doctora Claudia Carrasquilla, estableció que había personas que estaban intentando alterar las pruebas del proceso.

Posteriormente, el 1 de marzo la Fiscalía le pidió al juez que le revocaran el beneficio de prisión domiciliaria, para que el señor Suárez Mira pasara a un centro penitenciario y así proteger el caso. Esto fue denegado por el juez.

Desde entonces el exalcalde ha estado recluido en una lujosa propiedad ubicada en la Unidad Residencial Norteamérica que cuenta con una hermosa vista panorámica de toda la ciudad de Medellín.

Fuentes han establecido que desde su casa el exalcalde ha seguido moviendo en la sombra sus fichas en el municipio para controlar presupuestos, adjudicar contratos e incluso para asegurar el control del próximo gobernante bellanita.

Pero no todo es trabajo para el destituido e investigado alcalde. Según han reportado varios vecinos que prefieren guardar su identidad por miedo a represalias, en la casa del poderoso reo también hay fiestas, trago y, sobre todo, mucho karaoke.

Un reciente video en poder de esta columna muestra al señor César Augusto Suárez Mira en su casa con tres amigos a altas horas de la noche, cantando desafinadamente y a todo pulmón la romántica canción de Leo Dan Tú me pides que te olvide.

Pues bien, esto es difícil de olvidar.

En el video se ven varios vasos con licor, dos botellas de whisky 12 años, al exalcalde sosteniendo un micrófono con la mirada perdida tratando de enfocar las letras de la canción y, con él, sus compinches ayudándole con el coro de la melodía.

Vamos por orden de estatura: abrazando al detenido y vistiendo una camisa de cuadros se encuentra el señor Jaime Restrepo García, tesorero del Club Deportivo Bello y quien fue candidato al Concejo de ese municipio para el periodo 2012 a 2015.

El señor Restrepo García se lanzó por el Partido Conservador, que en Bello es controlado por la maquinaria ‘suarista’ y es el mismo movimiento por el que se eligió Suárez Mira a la Alcaldía y su hermana Olga Suárez Mira en el Senado.

Los tres comparten un gusto en común: hacer karaoke con sus votantes repartiendo alcohol, como lo muestra otro video del 20 de diciembre de 2009 donde se ve a Olga Suárez Mira cantando animadamente Chico de mi Barrio. 

Pero volvamos a la fiesta del exalcalde.

Otro participante, un poco más tímido con la melodía, es el señor Luis Fernando Castro Arango quien aparece con una camisa amarilla sirviendo unos tragos. Castro Arango es un funcionario actual de la Alcaldía en la oficina de Catastro donde trabaja como auxiliar administrativo. 

Más importante aún, es un viejo amigo de la familia Suárez Mira y aparece en un documento del 2005 como coordinador de un evento deportivo, firmado por quien en ese entonces era la alcaldesa del municipio y hoy es senadora de la República: Olga Suárez Mira. 

Finalmente, está el señor Robinson de Jesús Botero Ocampo, quien canta con los ojos cerrados y al parecer grabó la joya de video.

Este apasionado cantante tiene contratos actuales con la administración local del municipio en labores relativas a la oficina de asesoría de comunicaciones y es uno de los más fieles defensores de la familia Suárez Mira en las redes sociales. 

Pues bien, mientras Bello se ahoga en la corrupción que genera atraso en todo el municipio, su alcalde preso anda de rumba cantando que él también tiene un corazón. 

SEMANA

“CAGADOS Y EL AGUA LEJOS”

León Valencia
Los herederos de Musa y del Ñoño y todos los clanes regionales aliados de las mafias bajo el amparo del Partido de la U, del Liberal, del Centro Democrático, de Cambio Radical y del Partido Conservador se alzaran con la victoria y determinarán la disputa presidencial.

La encuesta bimestral de Gallup no deja títere con cabeza: los partidos tienen el 87 por ciento de imagen negativa, la justicia el 83, el Congreso el 80, el presidente Santos el 72 y el líder de la oposición de derechas el 50. Nadie se salva. Todas estas cosas vienen de atrás, pero en los últimos meses los escándalos de corrupción en las cumbres políticas y judiciales han empeorado el ambiente. Es una pavorosa ausencia de liderazgo y legitimidad.

Situaciones de este tipo en sociedades con mayores sensibilidades éticas, con electores más libres, desatarían una enorme crisis nacional  y llevarían a un cambio en las élites políticas  y a una profunda reforma institucional. Aquí no.

Varios analistas alertan sobre la posibilidad de que algún outsider, algún caudillo, aproveche la situación y montado en los hombros de una opinión asqueada por la podredumbre del régimen, se haga al poder y barra con los espacios democráticos que aún persisten. Dicen, cuidado, ahí está Petro o algún lider de la derecha extrema.

Otros más optimistas piensan que esta crisis de liderazgo es la gran oportunidad para generar un caudaloso movimiento ciudadano y una generosa coalición política que conduzcan el país hacia una democracia vigorosa y hacia una modernización económica y social.

No creo en estos escenarios. No habrá caudillo, ni salto democrático. Por una razón: aquí no hay,  por el momento, indignación moral auténtica ni censura social y política. Aquí no hay ciudadanía para darle un vuelco a la competencia democrática y generar los cambios que para bien o para mal se han dado en toda la región suramericana en los últimos veinte años.

Mi escepticismo viene de experiencias que me han marcado con hierro.  A principios de 2008 estuve en reuniones con grupos de parlamentarios en Londres, Bruselas y Estocolmo. He contado esto varias veces. Fuí a explicarles el fenómeno de la parapolítica. Les decía que, según las investigaciones académicas que habíamos hecho, 83 parlamentarios, 251 alcaldes y 9 gobernadores, en 2002 y en 2003, habían llegado al poder con ayuda de los paramilitares.

Me preguntaron en Londres: Señor Valencia, a qué partidos pertenecen esos parlamentarios y líderes políticos? Les conteste: el 95 por ciento participan de la coalición de gobierno y respaldan al presidente Uribe. Replicaron: ¿Entonces hay un gran crisis política y el gobierno se  puede caer? Les dije que no, que al contrario, Uribe estaba en su segundo mandato con un enorme respaldo y los congresistas cuestionados, muchos de ellos procesados por la justicia, mantenían su caudal electoral a través de familiares o aliados políticos. Similares preguntas me hicieron en Bruselas y Estocolmo. Los miraba y veía en ellos una inocultable cara de desconcierto,  no podían entender que acá no hubiese censura ciudadana para estos actos, que los electores no castigaran semejantes transgresiones a la democracia.

El trago fue muy amargo. De la comprobada alianza entre las fuerzas políticas que gobernaban el país y las  organizaciones mafiosas no salimos con una reforma institucional y un cambio en las casas y clanes políticos que ostentaban el poder. Los herederos de la parapolítica continuaron ganando las elecciones.

Tanto que en 2014 repetimos el monitoreo electoral y concluimnos que setenta de los elegidos al congreso tenían serios cuestionamientos de financiación indebida o ilegal. Entre ellos estaban los ahora tristemente famosos Musa Besaile y Ñoño Elias que alcanzaron la segunda y la tercera votación al senado.

Los pactos entre clanes políticos y organizaciones mafiosas fueron poco a poco contaminando otras instancias fundamentales de la vida pública. De un momento a otro apareció el escándalo de Jorge Pretelt en la Corte Constitucional y el de Gustavo Moreno en la Fiscalía y ahora, como en un ajedrez perverso, saltan los nombres de Leonidas Bustos y Francisco Ricaurte en la Corte Suprema de Justicia. Pero si los lectores dedican unas horas a estudiar la trama de esta novela negra verán que las raíces de todo están allá a principios de siglo.

Bajo la influjo de estos escándalos y de los acuerdos de paz se ha hablado en estos dos años con insistencia de profundas reformas a la justicia y a los organismos electorales. Se propuso en su momento, con gran bombo, el Tribunal de Aforados para sustituir a la a Comisión de Acusaciones de la Cámara, el mismo que se vuelve a proponer ahora. Se juró que se cumpliría a cabalidad el pacto de acoger las recomendaciones de la comisión de expertos conformada por los compromisarios del gobierno y de las FARC en la Habana para transformar el Consejo Nacional Electoral, la Registraduría y la Comsión Quinta del Consejo de Estado. Todo quedó en agua de borrajas.

Ahora se tiene la mira puesta en las elecciones de 2018. La proliferación de candidatos presidenciales independientes, comprometidos en la lucha contra la corrupción y en la búsqueda de reformas está generando la ilusión del cambio. Esa esperanza durará hasta las elecciones parlamentarias.

Allí se verá como los herederos de Musa y del Ñoño y todos los clanes regionales aliados de las mafias bajo el amparo del Partido de la U, del Liberal, del Centro Democrático, de Cambio Radical y del Partido Conservador se alzaran con la victoria y determinarán la disputa presidencial. Entre tanto los candidatos independientes  estarán dispersos y sin mayor fuerza parlamentaria. El cambio está muy lejos.

SOCIEDAD BLOQUEADA

María Jimena Duzán

Ese parece ser el discurso del poder: no a la reforma política, no a la reforma a la justicia y no a la reforma del campo colombiano.

Ni los partidos políticos desprestigiados hasta los tuétanos, ni las Altas Cortes, ni la Fiscalía, anegados por una mafia poderosa cuyo poder extorsionador podría llegar incluso a poner el próximo presidente de la república, quieren reformarse.
La reforma política no le gusta a nadie. La creación de una corte electoral independiente, capaz de investigar el tema de los topes de las campañas y las contribuciones por debajo de cuerda que ellas reciben, no tuvo mayor eco ni en el Congreso ni en el Consejo de Estado, corte que desde el inicio de los debates salió en defensa de sus funciones electorales. El presidente del Congreso de ese momento, el senador por La U Mauricio Lizcano, hizo campaña contra la propuesta de la corte electoral y, luego de que lograron tumbarla, el Consejo de Estado restituyó a Guido Echeverry, quien forma parte de su grupo político, en la Gobernación de Caldas. Dichosa coincidencia.

Con contadas excepciones, la mayoría de los partidos no están interesados en acabar con el ineficaz Consejo Nacional Electoral porque necesitan que este organismo siga siendo un congelador de procesos para que todos los casos que van a parar allá terminen extinguiéndose por prescripción de términos. (¿Quién no cree que la compulsa de copias que hizo NHM ante la CNE para que investigue si las campañas de Óscar Iván Zuluaga y del presidente Santos se volaron los topes va a terminar sepultada por prescripción de términos?).
La oposición de las Altas Cortes y de la Fiscalía a la creación de un tribunal de aforados independiente sigue la misma lógica: no quieren someterse a ninguna instancia que los controle ni los vigile que no sea la ineficaz comisión de absoluciones de la Cámara. Y hasta tanto esta distorsión institucional no se reforme, los exmagistrados como Leonidas Bustos, Camilo Tarquino o Francisco Ricaurte pueden seguir haciendo de las suyas a sabiendas de que no les va a pasar nada. Hoy, con todo lo que hay en su contra, siguen frescos deambulando por los salones de la Justicia defendiendo a sus clientes y moviendo sus hilos en la Fiscalía y en las Altas Cortes porque la justicia no se atreve siquiera a tocarlos.

La última vez que se intentó crear un organismo independiente, -un tribunal de aforados- para acabar con esa impunidad, el fiscal de entonces, Eduardo Montealegre, en alianza con el entonces presidente de la CSJ, Leonidas Bustos, amenazó al país con sacar los jueces a las calles y parar la justicia. Y como para que no quedara duda del poder de las elites de la justicia, cuando el fiscal y las cortes vieron que la reforma fue aprobada por el Congreso, Eduardo Montealegre siendo ya exfiscal presentó una demanda ante la Corte Constitucional y consiguió tumbar el tribunal de aforados. La posibilidad de que lo reformen quedó bloqueada hasta nueva orden.
Ahora sabemos que la indignación de entonces, era no solo una farsa, sino una mampara para que la mafia liderada por Bustos y compañía pudiera pasarse por los pasillos de la Fiscalía y de las Altas Cortes a sus anchas. Ahora que esa mafia ha empezado a quedar expuesta, NHM ha salido a decir que hay que revivir el tribunal de aforados que él ayudó a menoscabar cuando fungía como ministro de la Presidencia del gobierno Santos. En ese entonces se opuso tras bambalinas a ese tribunal de aforados, así hoy insista en negarlo. Hábilmente utilizó esa coyuntura para posicionar su nombre como aspirante a la Fiscalía y lograr que Bustos promoviera su candidatura, con el aval de Germán Vargas de Cambio Radical. Si de verdad quiere desbloquear el sistema que él mismo contribuyó a cerrar, le va a tocar emplearse mucho más a fondo y arrancar de raíz la corrupción que todavía anida en la Fiscalía.
El tema de la reforma rural integral es aún más complejo. El uribismo y Cambio Radical se oponen a la reforma rural. Para el uribismo la RRI es una puerta que se le abre al castrochavismo y el primer peldaño para acabar con la propiedad privada. Para Cambio Radical esta es una reforma que va en contra de los dueños de la tierra. A pesar de que los cambios que propone la RRI lo que buscan es sacar el país del siglo XIX para llevarlo al siglo XXI, Uribe y Cambio Radical han logrado convencer al Consejo Gremial de que la RRI es en realidad una reforma agraria disfrazada, que va contra la propiedad privada y que le va a quitar la tierra a los ricos para dársela a las Farc.

Por eso, unos y otros se oponen al fondo de tierras e incluso a la actualización del catastro porque aducen que eso significaría un incremento en el impuesto predial rural, uno de los más bajos del mundo que afectaría la productividad. Es decir, por cuenta de la falsa tesis del castrochavismo, quieren que el país siga en el siglo XIX y solo están dispuestos a un avalúo catastral hecho a su medida: uno que tenga en cuenta la productividad y no el uso potencial de la tierra porque de esa manera se sigue estimulando la tierra de engorde.
Ese parece ser el discurso del poder: no a la reforma política, no a la reforma a la Justicia y no a la reforma al campo colombiano. Tan mal estamos que cualquier intento por abrirse a los cambios es registrado como un atentado al Estado de derecho y a la Constitución. En palabras de mi profesor Mario Latorre, estamos en una sociedad bloqueada. 
Uribe dice que las reformas pactadas en La Habana son un camino hacia el castrochavismo. En realidad la cosa es al contrario: si no nos reformamos, lo más seguro es que en un futuro no muy lejano vamos a tener un gobierno populista de derecha o de izquierda entronizado en el poder.

PARAMILITARISMO (Y II)

Antonio Caballero

En complicidad con él ha incurrido mucha gente poderosa en este país, como lo demuestran no solo las condenas, también numerosísimas, sino la vox populi: todos lo hemos sabido.

En el fárrago de los nuevos escándalos de la Justicia parece que a todo el mundo se le olvidara cuál era el delito por el que se investigaba o juzgaba a los que se salvaron de esas investigaciones o esos juicios sobornando a los jueces (o siendo extorsionados por ellos, según sea el cristal con que se mire). Eran investigados por su contubernio con el paramilitarismo. Y resultaron absueltos, o con sus procesos represados durante años y años en espera del vencimiento de términos, por el mismo motivo todos ellos: la aparición de falsos testigos.

Lo que nos devuelve al causante del enredo: el fiscal anticorrupción de la Fiscalía, Gustavo Moreno, tratadista del tema en su muy promocionado libro Los falsos testigos. Hace dos años resumía Moreno sus hallazgos en una entrevista para el portal Kien y Ke: “No solo existen falsos testigos, sino que hay empresarios de los falsos testimonios, personas que se lucran del falso testigo”. Y añadía: “En las cárceles se consiguen falsos testigos por 100.000 pesos”.

Muchas veces he observado que una de las peculiaridades de la vida jurídica colombiana es que un delito nunca viene solo, como dice de las desgracias un proverbio popular. Siempre viene acompañado por otro, que suele servir para tapar el primero o al menos para desviar la atención. Así un robo suele encubrir un asesinato, y un cohecho un concierto para delinquir. En el momento actual estamos viendo cómo una extorsión encubre un soborno, y este a su vez distrae sobre el paramilitarismo, que por su parte está estrechamente relacionado con el delito del falso testimonio.

El fenómeno de la proliferación de falsos testigos es bastante reciente. Tiene su origen en la desmovilización de los paramilitares bajo el primer gobierno de Álvaro Uribe en el año 2003 y la entrada en vigencia del sistema penal acusatorio en 2005. De inmediato los paras que no resultaron automáticamente amnistiados por la Ley de Justicia y Paz empezaron a acogerse a sus beneficios por delación, y por sus denuncias cayeron muchísimos políticos acusados de complicidad con el paramilitarismo, fueran esas denuncias ciertas o inventadas. El periodista Juan Gossaín, en una crónica del año 2015 dedicada justamente al libro de Gustavo Moreno, contaba que había entonces nada menos que 3.000 procesos en marcha (o represados) por falsos testimonios ante los juzgados del país.

Supongo que la mayoría de esos procesos, aunque no sé si lo dice Moreno en su libro, eran por parapolítica, como los que complican ahora a los extorsionados o defendidos por él: los senadores Musa Besaile y Julio Manzur, el exgobernador Luis Alfredo Ramos, etcétera. En todo caso el altísimo número de políticos de todos los partidos que en estos años han resultado incursos en pesquisas por parapolítica, y el altísimo número de ejemplos que corresponden a la especialidad de descubrir o inventar falsos testigos del hoy preso ex fiscal anticorrupción, explica el empeño actual de muchos en que no se subraye la gravedad del delito de paramilitarismo elevando su prohibición a nivel constitucional. Es que en complicidad con él ha incurrido mucha gente poderosa en este país, como lo demuestran no solo las condenas, también numerosísimas, sino la vox populi: todos lo hemos sabido.

Y la defensa en tales casos ha consistido también muchísimas veces en la alegación de que los testigos son falsos; acompañada otras tantas de la acusación contra otro político de haberlos comprado en las cárceles (tal vez por 100.000 pesos). Ha sido el caso, por ejemplo, del expresidente Uribe contra el senador Iván Cepeda, o el de la exsenadora Nancy Patricia Gutiérrez contra la también exsenadora Piedad Córdoba.

Otro asunto que habría que investigar es el de qué tiene que ver la DEA con todo esto. La tarea de la DEA consiste en perseguir los delitos de narcotráfico, no los sobornos ni las extorsiones. Y sin embargo han sido sus denuncias sobre los pagos de un exgobernador a un fiscal para sobornar a unos jueces de la Corte Suprema el detonante del escándalo. ¿Cuáles son esta vez, como diría san Francisco de Asís, los motivos del lobo? 

EL TIEMPO
POBRES VIEJECITAS

Mauricio Vargas
¿Cuántos culpables sueltos e inocentes presos por este festín de la Corte Suprema al mejor postor?

Después de escuchar las declaraciones del senador Musa Besaile a Vicky Dávila, de La W, casi me dejo llevar por la conmiseración. El poderoso congresista de ‘la U’, enredado en un escándalo de coimas para salvar su pellejo en la sala penal de la Corte Suprema, se presentó no como un sobornador, sino como una víctima de extorsión, un ganadero que pasaba las noches en vela porque era incapaz de reunir la plata que le pedían para el unto.

Al final, evitó que lo procesaran al pagar 2.000 millones de pesos, mera caja menor para el núcleo político que ha saqueado decenas de miles de millones en tajadas de las obras públicas, del Fondo del Magisterio, en el cartel de la hemofilia y otros muchos hijos del sistema de compra de congresistas con gigantescos contratos, que no se inventó pero sí multiplicó el gobierno del presidente Juan Manuel Santos con su famosa ‘mermelada’.
En las grabaciones, divulgadas después por Caracol Radio, sale a la luz que las víctimas no son Besaile, ni su socio el ‘Ñoño’ Elías ni los otros senadores de la misma cuerda ya mencionados y que cubren todo el espectro de la Unidad Nacional gobiernista (el liberal Álvaro Ashton; Antonio Guerra, de Cambio Radical, el conservador Hernán Andrade y otros muy ilustres de ‘la U’ con procesos congelados en la Sala Penal). Las víctimas son 45 millones de colombianos a quienes los malandros les roban sus impuestos.
Estas pobres viejecitas sin nadita que comer, como en el poema de Rafael Pombo, no son solo el senador Besaile y sus compinches. Integran el combo dos expresidentes de la Corte Suprema, uno de los cuales, Leonidas Bustos, presidía el alto tribunal mientras –según las grabaciones– aparecía como sombrilla para los millonarios cohechos de su protegido, el exfiscal Luis Gustavo Moreno.
Por cierto, Bustos es el mismo que, como magistrado de la Sala Penal, sustentó el fallo que desconoció en 2011 las pruebas del computador del jefe de las Farc ‘Raúl Reyes’, que implicaban, entre otros, a la senadora Piedad Córdoba en negocios con ese grupo terrorista. Con la evidencia surgida sobre la compra de fallos en la Sala Penal, es inevitable preguntarse cuántos culpables andan sueltos, exonerados o con los procesos engavetados y cuántos inocentes han terminado en la cárcel porque no pagaron, en este festín de justicia vendida al mejor postor en el corazón de la Corte Suprema.
Ahora reaparecen los oportunistas de siempre, profesores, juristas y candidatos presidenciales, con propuestas anticorrupción para prohibir esto o aquello, como si lo que han hecho estos cuatreros del presupuesto y de la justicia no estuviera ya prohibido.
Lo que de verdad serviría no pasa por la Carta ni por la ley. Pasa por que los presidentes se comprometan a no entregar contratos a los recomendados de los congresistas y a no untar de ‘mermelada’ a los magistrados con el nombramiento de parientes en el servicio diplomático o con contratos de asesoría a sus allegados.
Baste como ejemplo el caso de Bustos. Con algunos apadrinados en el Gobierno, hace dos años y como presidente de la Suprema, se regó en elogios a Santos. Según relato de ‘Semana’, delante del Presidente sentó su famosa jurisprudencia que sugería que “las formas jurídicas” no podían obstaculizar la negociación con las Farc. “La Corte Suprema y la justicia en Colombia creen en la paz y confían en su prudente juicio”, dijo, y “frente a todos los presentes le entregó una paloma del maestro Alejandro de Narváez”. Y remata la revista: “Las palabras de Bustos dejaron dichoso a Santos”.
No sorprende que, según la muy completa encuesta Gallup, 72 por ciento de los entrevistados desaprueben la gestión del Presidente, misma cifra (72 por ciento) de los que tienen imagen desfavorable de la Suprema. Y, claro, 69 por ciento cree que las cosas en el país van por mal camino.

CONFESATÓN

Paola Ochoa 

Padre Todopoderoso, ven a juzgar a los vivos y a los muertos. Que los corruptos se arrepientan.

Primera escena: llega el papa Francisco. Segunda escena: lloramos desconsolados. Tercera escena: desembuchamos nuestros pecados. Nombre de la película: ‘La confesión de los corruptos enmermelados’.

No fue una película, pero sí un sueño anhelado. Soñé que llegaba el santo padre y que todos sincerábamos nuestros pecados. Soñé que magistrados, políticos y empresarios hacían públicos sus excesos, trampas y gastos. Soñé que funcionarios públicos admitían sus ilícitos y las coimas que cobran por debajo. Soñé que decenas de gobernadores confesaban cómo se roban el dinero de transferencias y regalías de un solo tajo.
Soñé que Iguarán, Montealegre y Néstor Humberto confesaban todos los cargos de la Fiscalía que entregaron a magistrados.
Soñé que Bustos y Ricaurte confesaban qué otros jueces tenían negocios de compra-venta de sentencias, al mejor estilo de los mafiosos italianos.
Soñé que se destapaba la corrupción en el Consejo Superior de la Judicatura y el Consejo de Estado: dos antros donde también se venden prescripciones de términos, en rosca con abogados.
Soñé que Luis Gustavo Moreno confesaba todas las investigaciones de poderosos congresistas que extorsionaron y manipularon.
Soñé que Santos y Óscar Iván confesaban cómo se financiaron realmente las campañas políticas de los últimos años.
Soñé qué Odebrecht y Corficolombiana confesaban cómo fueron los sobornos de la Ruta del Sol, en el tramo 2.
Soñé que Conalvías e Impregilio confesaban cómo fueron los sobornos de la Ruta del Sol, en el tramo 3.
Soñé que los Solarte y Conconcreto confesaban cómo fueron los sobornos de la Ruta del Sol, en el Tramo 1.
Soñé que el exviceministro García confesaba cómo fueron verdaderamente los sobornos en las concesiones del Inco y quiénes participaron.
Soñé que Miguel Peñalosa confesaba cómo se vinculan los contratistas con la política en Colombia.
Soñé que las Farc confesaban cómo opera realmente el narcotráfico en Colombia, para ver si esto algún día se desmonta.
Soñé que también confesaban dónde está la plata en el exterior, esa que olvidaron incluir en el listado de bienes anterior.
Soñé que, además del exprimidor del limón, nos decían cuántas empresas dedicadas a lavar dinero tienen realmente en Costa Rica, Venezuela y Ecuador.
Soñé que el Eln confesaba que no tiene verdaderas intenciones de paz, sino que lo que quiere es quedarse con el negocio de la droga de las Farc.
Soñé que Echeverry confesaba la gravedad de la corrupción en los mandos medios de Ecopetrol.
Soñé que los Name, Gerlein, Cote, Geneco y Char confesaban realmente cómo opera la política en la Costa de verdad.
Soñé que los Rodríguez Orejuela confesaban cómo penetraron la justicia y los entes de control, a tal punto que hoy planean volverse a quedar con Drogas La Rebaja.
Soñé que Vargas Lleras confesaba cuál fue su verdadera influencia política en la Costa, Cundinamarca y Quindío en la votación por el No.
Soñé que el Papa llegaba a Colombia, que nos arrepentíamos de los dineros blanqueados, que confesábamos a fondo nuestros pecados y que la muerte nos cogía a todos limpios y purificados.

EL FISCAL
EL ESPECTADOR

¿HABEMUS FISCAL?

José Roberto Acosta
Razón tenían quienes se opusieron a la escogencia de Néstor Humberto Martínez Neira como fiscal general de la Nación. Ni el más retorcido de sus críticos hubiera imaginado los graves entuertos que se le han conocido por cuenta de las investigaciones del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.

Martínez no ha sido capaz de informar al país las razones e intereses que lo llevaron a nombrar al corrupto Luis Gustavo Moreno en la estratégica Unidad Nacional Anticorrupción y aún se resiste a declararse impedido en las líneas de investigación de Navelena y Ruta del Sol II, donde es fiscal y parte.

Para aquellos que lo defienden por ser un “abogado exitoso”, cabe recordarles el fracaso que tuvo como apoderado de Hoteles Estelar, que buscó apoderarse fraudulentamente del hotel Almirante en Cartagena, donde lo grave no fue perder, sino haber perdido haciendo trampa, a tal punto que los árbitros del tribunal afirmaron en su laudo del 29 de septiembre de 2011 (p. 112) que “en virtud de los hechos descritos en el presente acápite y en las pruebas que obran en el expediente se podrían haber configurado conductas tipificadas por los artículos 453 y 454-B del ordenamiento criminal, el Tribunal ordenará compulsar copias del expediente a la Fiscalía General de la Nación para que adelante las investigaciones que considere pertinentes”. Lo extraño es que dicha compulsa de copias se refundió, sin que hasta la fecha se sepa qué pasó con tan valiente denuncia.

Dirán sus defensores que la “objetividad” de Martínez está probada por haber ordenado cárcel a su antiguo cliente, José Elías Melo Acosta, expresidente de Corficolombiana, dueña de Hoteles Estelar. Sin embargo es importante que la Fiscalía aclare si es cierto o no que los correos institucionales de Melo en Corficolombiana, entre los años 2009 y 2014, están desaparecidos o incompletos pues, de ser cierto, se omitió haberlo acusado por falsedad, delito mayor que enderezaría esa línea de investigación.

Pero Martínez despista hábilmente con el cuento de los traperos de las Farc o con falsas denuncias de infamia y calumnia contra sus detractores o con hallazgos de corrupción, pero sin nombre propio, para ocultar que en sus “bolsillos de cristal” suenan las monedas de Odebrecht y hace grave daño a la nación. ¿Qué tal si los gringos no espolearan a Martínez?

PAZ
EL ESPECTADOR

LA CONTABILIDAD DE LAS FARC

José Manuel Restrepo

Luego de decenas de años en medio del conflicto, de la violencia y del terrorismo, en esta semana las Farc, gracias a los avances del Acuerdo de Paz, dieron paso a convertirse en un partido político con la celebración de su congreso político, de donde seguramente también saldrán propuestas para el país. Dejan así una empresa que por años vivió del chantaje, de la producción de droga, de la minería ilegal, del secuestro y del terrorismo. Siempre será de celebrar que seamos capaces de pasar la página de semejantes hechos a una nueva, en donde se pueda debatir sin armas en función de las ideas.

Ya que están entrando en la arena de la democracia, bien vale la pena reflexionar sobre el debate reciente en el país en referencia al inventario de bienes que las Farc han declarado para poder resarcir a las víctimas.

Así ellos no quieran como tales considerarse así, para la gran mayoría de colombianos las Farc han sido una empresa de enormes proporciones que seguramente acumuló algunos activos en cabeza de sus militantes, seguidores, testaferros o de compañías fachada (por cuanto es difícil que lo haya hecho a través de una personería jurídica única), posiblemente también pasivos, y de allí disponen un patrimonio que debiese ser la fuente para cumplirles a las víctimas. Publicaciones internacionales reconocidas llegaron a hablar de $30 billones como su patrimonio total; otras de $9 billones.

El más reciente dato proporcionado por las propias Farc habla de un 3 % de lo inicialmente descrito en una suma que se aproxima a $1 billón. De entrada, la suma parece poca cuando se la compara con las cifras inicialmente planteadas. Es también poca cuando se valora la dimensión de una empresa de decenas de miles de militantes y negocios como los que administraban, pero puede ser poca si se la compara con investigaciones en los denominados computadores de las Farc y algunas otras hechas por unidades investigativas de distintos medios de comunicación.

Pero independientemente de lo anterior, y esperando que la comisión de Gobierno y Farc que se anuncia llegue al valor real, sí vale una recomendación a las Farc para que ajusten sus prácticas contables.

En primer lugar, no sobra recordarles que en los activos no pueden incluir como propios bienes que no lo son. No pueden ser activos a registrar aquellos que son objeto de extinción de dominio ni tampoco aquellos que indebidamente han incautado a la mafia. Si esa tesis prospera, aquellos militares que se apropiaron indebidamente de las guacas de las Farc también tendrían derecho a dichos activos.

En segundo lugar, en la hacienda pública existen los bienes indivisibles. Es decir, aquellos que no se pueden distribuir o repartir entre ninguna parte por cuanto se altera su esencia. Los 3.653 kilómetros de carreteras (que representan 20 % de lo declarado) son bienes de todos. Permitir esto es más o menos como si usted se apropia de parte de un parque público para pagar una deuda. Tampoco pueden ser activos de nadie las obras sociales que se realicen, así sean muy valiosas para la comunidad, como cirugías y tratamientos médicos.

En tercer lugar, no sobra aclarar que los gastos no son activos y, por ende, no hacen parte de un patrimonio. Los gastos son erogaciones necesarias para obtener una renta, y allí se incluirían armas, cantimploras, vestimenta, comida y similares, en el caso de las Farc. Tampoco tendrían mucho valor aquellos activos ya depreciados como bienes muebles, que incluyen medios de transporte o enseres.

Recogiendo lo anterior, bien podría considerarse como parte del patrimonio algo cercano al 50 % de lo declarado, es decir, no más de medio billón de pesos, cifra aún más baja de lo pensado.

La paz es un objetivo social de enorme importancia que no debe ponerse en riesgo por una presentación francamente chambona por parte de las Farc, mucho más cuando la destinación de estos recursos tiene como objetivo el resarcir a las víctimas del conflicto. Los colombianos sueñan esperanzados con un país sin violencia, pero este tipo de salidas en falso le hacen flaco favor al proceso.

EL CHAVISMO DE LAS FARC

Luis Carlos Vélez

Las Farc están violando los acuerdos. Según lo establecido, el ingreso de sus miembros a la vida política debe darse tras su sometimiento a la JEP. Es decir, su paso a las tarimas, discursos y lanzamiento de partido político deben ser una conclusión, no parte del proceso.

La semana pasada vimos cómo flagrantemente las Farc se pasaron por la faja lo acordado y se hicieron a los micrófonos en la Plaza de Bolívar para provocar nuevamente a una nación que mayoritariamente las rechaza y traicionar a un gobierno que contra viento y marea ha tratado de llevar a buen puerto un acuerdo necesario e histórico, pero que también batalla contra la torpeza infinita de su contraparte.

Primero, los genios de las Farc decidieron mantener su nombre. En lugar de hacer una verdadera transición de sus banderas a algo que los alejara de sus masacres, secuestros y negocio del narcotráfico, decidieron mantenerse en las mismas iniciales para establecerse como Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común. Segundo, en una apología clara al socialismo y de admiración al sanguinario y dictatorial PSUV de Venezuela, presentaron un logo que tiene como protagonista la famosa estrella roja de cinco puntas, símbolo de la lucha internacional del proletariado para la implantación del socialismo. Qué belleza.

Las Farc dejaron claro nuevamente que su objetivo es llegar al poder. En su presentación advirtieron: “Nuestra estrategia política tiene como sustento y referente nuestra aspiración de contribuir a conformar un nuevo poder político y social, de transformación y superación del orden social existente”. Así las cosas, ya se le vieron las orejas al burro político de las Farc y éste es igualito y sin vergüenza al modelo chavista asesino y dictatorial que se niega a morir del otro lado de la frontera.

Entonces, ¿por qué hay gente que empieza a mostrar su apoyo a este grupo y a otros modelos similares, como el que presenta Gustavo Petro? Porque su arma es la de apelar a la división de clases, el resentimiento y, en gran parte, a los románticos que se dejan seducir por el esnobismo revolucionario, algo que en caldos de cultivo sociales como el nuestro, siempre encuentra tierra fértil.

En su discurso, Iván Márquez dijo: “Queremos que cuando vean una rosa roja vean a las Farc. Una rosa es hermosa, significa amor, amistad, corazón abierto, brazos abiertos para acoger a todo el mundo, y queremos que a este nuevo partido se vinculen de una u otra manera todos los colombianos que quieran cambio”. Frase que parece sacada de un capítulo del libreto de la política del amor del exalcalde de Bogotá.

Bienvenidos, señores de las Farc, a la política, palestra donde, por lo menos en el papel, se debe enfrentar, entre otras, a la prensa y sus cuestionamientos, con argumentos y no bala, como en el pasado. Eso por lo menos es un avance. Pero se les recuerda que deben cumplir primero con los acuerdos, de lo contrario seguirán siendo guerrilla, algo que evidentemente ustedes son los primeros interesados en no dejarnos olvidar.

UNIVERSO FARC

Nicolás Rodríguez
Como cualquier lista, el inventario de bienes e inversiones entregado por las Farc está plagado de objetos y actividades cuyo sentido y valor dependen del que las está considerando. Más de uno no ve sino inconsistencias.

Hay predios de todos los tamaños. Con y sin indicaciones. Hay vacas. Yeguas. Búfalos. Novillitos. Ganado sin verificar. Del que no se sabe si lo tiene el paramilitarismo. Ganado que se lo está llevando la disidencia. Soldadores, condones y máquinas de coser. Hay tiestos grandes. Y hay tiestos pequeños. Hay taladros y agujas. Mangueras. Impresoras. Sal de frutas y enchufes.

Desde la ciudad es fácil ridiculizar. Lo hizo con alegría y seriedad el fiscal Néstor Humberto Martínez al hablar de “ollitas, exprimidores de naranjas, exprimidores de limón, platicos, botas”, como si la racionalidad detrás fuese la de una miscelánea. Como si la lectura detenida de la lista no fuese también una ventana a la vida cotidiana de las Farc. Al universo de sus emergencias en la selva.

Pero la lista ofrece un orden (bienes inmuebles, medios de transporte, semovientes, equipos y enseres, efectivo), por supuesto, arbitrario. Como en el “Emporio celestial de conocimientos benévolos”, la enciclopedia china de Borges que clasifica a los animales en “perteneciente al emperador”, “embalsamados”, “amaestrados”, “lechones”, “sirenas”, “fabulosos”, “perros sueltos”, “incluidos en esta clasificación”, “que tiemblan como enojados”, “innumerables”, “dibujados con un pincel finísimo de pelo de camello”, “etcétera”, “que acaban de romper un jarrón” y “que de lejos parecen moscas”.

Un orden también infinito, que la Comisión de la Verdad (esa otra productora de listas) habrá de acotar. Y por lo visto incompleto. El inventario es el libro de cuentas de un ejército. No hay consideraciones morales frente a las fincas robadas. No explican en qué condiciones lograron el oro. Y tampoco están incluidas cosas como los candados utilizados para amarrar personas secuestradas. Aunque se están confesando al abrir sus archivos no están pidiendo perdón. Ni era este el escenario para volver a hacerlo.

LA PAZ Y LA CRISIS DE LA JUSTICIA 

Darío Acevedo Carmona

Más de la mitad del país, en encuestas sucesivas, manifiesta una visión negativa sobre la marcha del país, sus instituciones, los gobernantes y otros tópicos. Prácticamente nada escapa al escepticismo o pesimismo de las gentes, ni siquiera la supuesta paz firmada hace pocos meses despierta entusiasmo.

La situación más preocupante es la que atraviesa en su conjunto la Justicia y en particular las altas cortes pues los recientes escándalos dejan por el suelo ese elemento fundamental de la sociabilidad que es la confianza, ¿si la sal se corrompe en quién podemos creer?

Para tratar de comprender la razón o el porqué de esta crisis no basta con apelar a los lugares de siempre, a echarle la culpa a toda la sociedad o a decir que esto viene de tiempo atrás. Es necesario fijar la mirada en lo que ha ocurrido en el país desde que se inició un proceso de paz que arroja un balance deplorable en muchos aspectos y muy particularmente en el tema de la Justicia.

La política puesta en marcha por Santos y su equipo de negociadores para firmar la paz con las Farc nos puede dar la clave de la situación crítica. Esa política ha supuesto heridas demasiado graves en el alma de los colombianos. Quizás los advertidos y acuciosos analistas que medran a la sombra de los jugosos proyectos relacionados con el “posconflicto” sigan sosteniendo la estupidez de que las gentes son tontas o están siendo manipuladas. Pero como dice el cuento no hay peor ciego que el que no quiere ver.

En efecto, lo que hemos presenciado en dichas negociaciones es una cadena de mentiras, engaños e imposiciones de boca y de parte del presidente Santos. No las voy a mencionar, pero es indudable que la falta de franqueza, el decir una cosa que después niega en los hechos, se traduce en desconfianza colectiva.

La gente no es boba ni ciega, entiende y ve que a las Farc se les otorgaron prebendas indecibles e injustificadas y que esa organización se burla hasta del sentido común. La impunidad que rodea el conjunto de las concesiones, justificada a contrapelo de las leyes nacionales y de la juridicidad internacional, es fuente de inmoralidad y de nuevas violencias. Se ha llegado al extremo de condenar la exigencia de justicia como un acto de venganza.

La inmoralidad, si viene de las altas esferas del poder, es mucho más dañina que la que se pueda dar en la cotidianidad de los ciudadanos. Y es que ver convertidos en todos unos respetables señores a un grupo de criminales de guerra como si hubieran estado dedicados a hacer el bien ofende hasta al más malo de la cadena social.

Partamos de reconocer que es absolutamente inmoral haberle dado al Acuerdo Final la categoría de Bloque de Constitucionalidad en cuanto sustituye la Constitución, quiebra la institucionalidad y crea organismos que forman un Estado paralelo.

Todo el desastre que estamos sufriendo tiene que ver, en mi opinión, con el manejo inmoral de la paz. A esa noción se la ha privado de su real significado al convertirla en dogma. Por ella, se nos ha dicho, ha valido la pena firmar ese texto, desconocer el resultado del plebiscito, o sea mancillar la voluntad popular, reformar la Constitución por vía exprés, romper el equilibrio de poderes y muchos más desastres.

Al elevar la paz a la condición de fin supremo, ajeno por tanto a las condiciones y a las circunstancias, se cae en el proceder propio de los dictadores o de los iluminados que autojustifican y autolegitiman sus actos y piensan que si a las mayorías no les parece bien es porque están equivocadas y que todo se vale con tal de alcanzar ese fin.

Y entonces viene el proceder inmoral para imponer el dogma desde el alto gobierno y los altos poderes. Si para lograr la paz había que hacerle un montaje al rival y favorito en las elecciones presidenciales del 2014, vale; si había que violar topes de financiación de la campaña, vale; si había que comprar votos distribuyendo “mermelada”, vale; si hay que distorsionar la asignación de cupos indicativos a los congresistas, vale. Si hay que aceitar a la gran prensa con elevada pauta oficial, vale; si hay que repartir puestos a granel para ganar el apoyo de magistrados, vale.

Y así se fue atropellando la tradición, la estabilidad y el estatus de todo lo que se atravesara en el camino de la paz. Perseguir empresarios críticos, vale; desmontar varias cúpulas de generales críticos, vale; otorgar contratos a empresas noruegas para apalancar el Nobel, vale.

Si hay que imponer, a como dé lugar, la elección de un nuevo magistrado incondicional y de mediocre hoja de vida para desempatar en la Corte Constitucional la exequibilidad de la implementación del Acuerdo, vale.

De manera que la atmósfera putrefacta que campea tiene, si no el origen sí un efectivo agente estimulante que es el Ejecutivo, el presidente de la República, todo en nombre de su paz que no es la paz que buscamos y merecemos los colombianos.

No nos vengan a repetir la cantinela de que la crisis moral es del país, de todos, de los millones de personas que se ganan el pan honradamente. NO y mil veces no, la crisis moral tiene nombres propios e instituciones precisas. Las relaciones de cooperación entre los poderes públicos fueron reemplazadas por el soborno, la untada, el billete debajo de la mesa, las gabelas. Si este no es el mayor daño que se le pueda haber hecho al país, que nos ilustren cuándo fue que estuvimos en un pantanero similar.

EL BECERRO DE ORO

Lisandro Duque Naranjo

Los 3.753 kilómetros de carreteras que construyeron las Farc en parajes remotos de Colombia los valora esa organización, en su inventario, en $196.622 millones. No son vías asfaltadas, y además son de una sola calzada, pero aún así vale la pena contrastar sus costos con los de la transversal Ocaña-Gamarra, cuyos 62 kilómetros de doble calzada, o sea 124 sumando la de ida y la de vuelta, ascendieron a un billón de pesos. Es decir que por 3.600 km de más, o si quieren le pongo la mitad, 1.800, como si hipotéticamente fueran dobles calzadas también, faltándoles el asfalto, las Farc cotizan su aporte vial a las víctimas —porque se supone que esas carreteras son para los campesinos, ya sin ninguna restricción de guerra— en cinco veces menos que lo que cobró Odebrecht —y sus beneficiarios de coimas— por 62 km apenas. Le dejo a la calculadora qué porcentaje son 62 km frente a 1.800 km. A mí eso me da 3,5 %. O sea que con la misma plata de Odebrecht, los guerrilleros hubieran podido hacer 96 veces más carreteras. Con doble calzada y sin asfaltar.

Y sigue la numerología: en su inventario, las Farc incluyen 242.000 ha de tierras, 20.724 reses, 597 caballos, 292 carros, $2.500 millones, US$450.000 y un tercio de tonelada de oro. Esto último es del tamaño de un becerro. Quito los trapeadores y las escobas para que los malintencionados no barran con ellos el resto de información. Y los platicos, para privar del bocado de cardenal a quienes han trivializado con minucias la consistencia del inventario. Aún así, esos utensilios suman $21.000 millones. En su inventario, las Farc valoran todos esos rubros, contando armas y municiones, en un billón de pesos, que fue el costo de la vía Ocaña-Gamarra. Obviamente, Odebrecht y sus coimas inflan mucho las obras, y las Farc subvaloran sus aportes. Que deberían incluir lo que se les debe por reemplazar al Estado en las zonas ignotas, donde fueron la contención al expansionismo depredador de las multinacionales y de los colonos insaciables con las áreas a sembrar de coca. Y también la autoridad que dirimía los litigios entre los vecinos. Todavía los echan de menos.

A los que preguntan por qué las carreteras hechas por la insurgencia constituyen un recurso digno de incluirse en el inventario se les informa que para la ciencia económica las carreteras son una mercancía. No se les podrá poner código de barras, ni llevárselas puestas para la casa, pero son un valor agregado. Obras públicas que, al renunciar quienes las construyeron al uso de las armas, se convierten en un activo fijo de la Nación que las hace disponibles a las comunidades y las regiones. Y sin pagar un peso por ellas. He ahí una forma de reparar a las víctimas.

El descontento de algunos funcionarios con el inventario es porque esto está lleno de avivatos a los que solo les interesa el cash, el billete en rama, para administrarlo y embolatarlo. Qué cuento de víctimas y de carreteras. Un “chin con chan” que se volvió una leyenda, un nuevo dorado, después de la guaca aquella que excitó la fantasía de muchos que compraron su recatón para, cuando hubiera paz en este país, irse a estrenarlo cavando en los teatros de operaciones hasta encontrar los barriles llenos de dólares. Pues les llegó la hora: la paz está servida.

URIBE
EL ESPECTADOR
URIBE: DEL ENGAÑO COMO DERECHO HUMANO

Santiago Gamboa
Leo, estupefacto, que Uribe y sus secuaces del Centro Democrático acaban de interponer una demanda contra el Estado en la CIDH por “desacato” a su fraudulenta victoria en el plebiscito de hace un año. Y la verdad es que no salgo de mi asombro. Hay que aceptar que en su utilización de la teoría sobre la “combinación de todas las formas de lucha” contra Santos el uribismo logra siempre sorprendernos. ¿A quién se le habrá ocurrido este nuevo lance? ¿Será cosa de José Obdulio, el Rasputín de la bancada? ¿O de la dueña de la franquicia espiritual del Ku Klux Klan en el Cauca, la no muy mansa Paloma?

Es curioso, pues cuando Uribe estaba en el poder, todo lo que llevara el sello de “derechos humanos” lo hacía sacar el revólver. Para él, era sinónimo de comunistas, guerrilleros, terroristas. Lo mismo cuando creó y apoyó las Convivir, germen del uribismo armado posterior. Uribe podría haber dicho, como Videla: “¿Cuáles derechos humanos? Nosotros somos derechos y humanos”. El desprecio con el que pidió disculpas a las madres de Soacha, agravando su dolor, lo retrató para siempre como enemigo de eso que la justicia universal denomina “derechos humanos”. Y ahora busca acogerse a ellos en la CIDH, ¿con qué objetivo? Por supuesto, no salvaguardar ningún derecho fundamental, sino todo lo contrario. Utilizarlo como arma para seguir en su tarea, cada vez más ardua, de mantener encendido el odio en el país, al menos hasta la primera vuelta electoral.

“Sin odio no hay Uribe”, podríamos decir. Y como frase publicitaria algo del tipo: “Colombiano, dale un sentido a tu odio por el prójimo: vota por el que diga Uribe”. Fue muy reveladora la entrevista a Sergio Jaramillo, cuando dijo que los representantes del No, tras el plebiscito y las reuniones de trabajo, habrían podido aceptar la implementación del Acuerdo de Paz, pero decidieron “no darle ese regalo a Santos” y tratar de mantener al país “emberracado” hasta el 2018. ¿Qué les importa a ellos que el país se pacifique? Ni les conviene ni ganan nada con eso.

Por eso hay algo esencialmente equivocado y ruin en ver al uribismo, con su desprecio por los derechos humanos, acudiendo a la CIDH. Una suerte de profanación. Y al leer el detalle de su demanda, la sensación de perversidad y bellaquería es aún mayor. Ellos dicen que “se mantuvieron sin modificaciones los argumentos que llevaron a la población a votar No”. Pero ¿creen que a los colombianos ya se nos olvidó cómo obtuvieron sus voticos del No? La mayor parte de sus argumentos no estaban dentro del Acuerdo, y por eso cuando ganaron no sabían ni qué pedir. ¿Decía el Acuerdo que iban a quitarles plata a los pensionados para darles a los guerrilleros? No, por ningún lado. Por eso se habló de “fraude al elector”. Si el plebiscito hubiera sido sobre los diez mandamientos, la campaña del No habría puesto una valla en Medellín diciendo que con el Sí estaríamos obligados a rezar cinco veces diarias, en cuclillas y mirando a La Meca. Una mentira. Por eso pretender que sus derechos fueron vulnerados es, francamente, inmoral. Un poco risible. Si queda algo de razón en el mundo, la historia no los absolverá. Y puede que ni siquiera la justicia.

POLITICA

EL ESPECTADOS
ALGUIEN SE VA A SUBIR A LAS TABLAS

Mauricio Botero Caicedo

Antes de entrar en materia es oportuno señalar que, en mayor o menor grado, todos los gobiernos, incluyendo este, son populistas. El problema es que el populismo no es fácil de definir. Para Mario Vargas Llosa, el populismo es la política irresponsable y demagógica de unos gobernantes que no vacilan en sacrificar el futuro de una sociedad por un presente efímero. Para Carlos Alberto Montaner, “el populismo no es exactamente una ideología, sino un método para alcanzar el poder y mantenerse en él”.

El gobierno de Santos, sin ser químicamente populista, si tiene tres características que lo encasillan en este grupo: la primera es la prodigalidad en el gasto; la segunda es pretender cubrir los déficits incrementando los tributos; y la tercera es haber elevado, por medio de la “mermelada”, el clientelismo a un arte. En relación con el gasto, el exministro de Hacienda del presidente Aylwin, Alejandro Foxley, afirmaba: “Nuestra política de gasto social es responsable y ajena al populismo. El esfuerzo de gasto es también esencialmente gradual, y no pretende corregir de inmediato problemas que vienen de muy atrás… Esto significa que cualquier suplemento al gasto social sólo puede tener efecto cuando los recursos para financiarlo hayan sido recolectados de manera no inflacionaria”. En el gobierno de Santos el gasto tiene muy poca relación con el recaudo. Por otro lado, el reparto indiscriminado de “mermelada” para comprar conciencias y votos ha sido el caldo de cultivo para la proliferación indiscriminada de la corrupción.

Pero el gran crimen de este gobierno, aparte de las prácticas populistas en materia de gasto y en elevar el clientelismo a un arte, es el habernos dejado el escenario instalado para que suba a las tablas un “caudillo” populista de quinta categoría. El politólogo Roberto Ampuero, en su ensayo “Populismo no nato”, afirmaba: “En rigor, cada vez que la clase política de una república —no importa cuán próspera, moderna o igualitaria ésta sea— se desacredita y desprestigia ante los ciudadanos, crece el peligro de que éstos caigan en las garras del populismo. Éste constituye un peligro latente, una amenaza que requiere, eso sí, ciertas condiciones sociales, económicas y valóricas para surgir y prosperar, para encarnarse en un caudillo, encender pasiones, conquistar adeptos, volverse hegemónico y llegar al poder en gloria y majestad, aplaudido por mayorías reales, circunstanciales o bien aparentes. Como pocas veces antes en su historia, en Chile las condiciones para el populismo parecen estar hoy dadas: ciudadanía escéptica y desencantada, partidos y clase política desacreditados, indiferencia y abstención política entre muchos jóvenes, y falta de liderazgo y de un sueño nacional transversal. Con este delicado cuadro puede emerger un candidato que pase del anonimato a una contagiosa popularidad gracias a alguna acción espectacular o un rasgo seductor de su personalidad. La historia a menudo enseña que, cuando el escenario está instalado, alguien sube a las tablas”.

Las observaciones de Roberto Ampuero se refieren a la Chile de hoy, bajo el segundo y deplorable mandato de Michelle Bachelet. Pero si el lector analiza detenidamente las palabras de Ampuero se dará cuenta que si sustituye a Chile por Colombia, el diagnóstico es igualmente acertado. El gobierno de Santos va a dejar el escenario instalado para que se suba a las tablas un populista de la peor calambre.

SE ATOMIZARON LOS PARTIDOS

Felipe Zuleta Lleras

Se lanzó esta semana a la Presidencia el ex vicepresidente Germán Vargas Lleras. Para sorpresa de muchos ha decidido hacerlo por firmas, teniendo un partido como Cambio Radical apoyándolo desde hace muchos años. No pretendo hacer un análisis de las razones que llevaron a Vargas a tomar esta decisión, entre otras cosas porque no las conozco bien.

Lo realmente importante es destacar que esta decisión de Vargas, junto con la de los demás candidatos que se lanzan por firmas, lo que deja ver es que los partidos quedaron atomizados. Las colectividades tradicionales están pagando el precio de haber actuado en contravía del país y los intereses de los ciudadanos y haber sido permisivos con la corrupción.

Los partidos han muerto, pues el hecho de que saquen más o menos congresistas no dice nada.

Las listas son abiertas (hecha la excepción del Centro Democrático), por lo que no es difícil asumir que quienes llegan al Parlamento, en una gran mayoría, son corruptos y acceden a sus curules pagando miles de millones de pesos. Me dicen expertos que para ser senador hay que gastarse entre siete y diez mil millones.

Por eso la elección de congresistas no refleja qué tan fuertes son o no los partidos.

El país se ha quedado sin colectividades importantes. Y los candidatos que se han lanzado por firmas lo saben. No quieren que los vinculen con tal o cual partido.

La corrupción rampante ha hecho que los ciudadanos, entre los que me encuentro, no creamos ya en nada ni en nadie. Estamos mamados de la corrupción, tema sobre el cual escribí hace una semana.

La crisis de los partidos es similar a la que pasó en Perú después del primer gobierno de Alan García (1985-1990), que devino en dos gobiernos de derecha como los de Alberto Fujimori, que acabó preso por corrupto, seguido por el presidente Alan García y los corruptos Alejandro Toledo (de centro) y Ollanta Humala (de izquierda).

La sociedad peruana se polarizó de tal manera que han pasado de la derecha a la izquierda y hoy otra vez a la derecha representada por el presidente Pedro Pablo Kuczynski.

La diferencia es que todos, sin excepción, han respetado las políticas económicas y la estabilidad jurídica para los inversionistas, cosa que acá no ha pasado y que ha hecho, entre otras cosas, que la economía se haya desacelerado de manera alarmante.

Pues vamos para lo mismo. Podemos pasar de dos gobiernos de derecha (Uribe) a dos de Santos (centro liberal) a uno de izquierda radical (Petro) o a uno de derecha (Vargas).

Estas son por supuesto meras especulaciones, válidas sí, cuando las cosas no son claras. Podría meterse un outsider como Claudia López. O para acabar el obscuro y triste panorama, una cristiana como Viviane Morales.

Así las cosas, en las elecciones del próximo año pueden pasar muchas cosas; podría haber sorpresas y el país podría dar un giro a la derecha o a la izquierda, lo cual es pésimo. Confieso con dolor en el corazón que es triste ver al país como está.

EL PAPA
EL ESPECTADOR

UNA VISITA RARÍSIMA

Hernando Gómez Buendía
Álvaro Uribe es el primer papista de Colombia, pero el papa Francisco viene a lanzar la candidatura de su enemigo Humberto de la Calle.

Tal vez me apresuro (un poco) al anunciar que De la Calle va a ser el candidato de la paz, pero en cambio era vieja la noticia de que el papa iba a venir a Colombia para impartir su bendición al Acuerdo entre el Gobierno Santos y las Farc.

Así fue como invitaron a Francisco y como su visita fue anunciada desde el año pasado, cuando incluso supimos que el Vaticano había decidido posponer el viaje hasta que el Acuerdo ya estuviera firmado.

Pues resulta que ese Acuerdo fue sometido a un plebiscito donde el No le ganó al Sí, y que Santos y Uribe se empeñaron en que las próximas elecciones sean una inverosímil repetición del plebiscito para requeteconfirmar o “hacer trizas” el Acuerdo con las Farc.

En un país serio —o un poquito serio— esto hubiere implicado una de tres cosas: cancelar diplomáticamente la visita del papa, o un gran debate nacional porque el pontífice venía a interferir abiertamente en la campaña presidencial de un país soberano, o una protesta ruidosa de Uribe y de sus socios, que por lo menos se habrían abstenido de ir a recibirlo al aeropuerto.

Y sin embargo en el país del Sagrado Corazón ocurre que los católicos más ostentosos son los grandes enemigos del Acuerdo: Uribe con sus medallitas y sus reverencias, Pastrana con los conservadores que desde siempre estuvieron con la Iglesia, y por supuesto Ordóñez que es más papista que el papa. Añádale a este “combo” algo así como la mitad de los obispos que estaban con el No y en su momento impidieron que la Iglesia apoyara el Acuerdo.

O sea que, en resumen, el papa viene a defender el Acuerdo que divide a Colombia y al que se oponen sus más fieles seguidores. Santos, que es medio masón, y las Farc, que son ateas, son en cambio los más interesados en que Francisco les bendiga su Acuerdo. ¡Y el coro de los medios y la oposición contra Santos y las Farc le dan su calurosa bienvenida!

Pero además de la violencia de las Farc, Francisco viene a reprobar (y a remover) otras violencias: la de la chusma liberal que asesinó al padre Ramírez, y la del Eln que asesinó a monseñor Jaramillo. Esto podría ser una piadosa coincidencia, pero es también un mensaje confuso que da consuelo histórico a los conservadores contra los “masones” y desconsuelo a una guerrilla que al mismo tiempo es atea, es cristiana, y dizque quiere subirse al tren de la paz. ¡Oh patria del trabalenguas!

Para agrandar el despiste, Su Santidad viene a no hablar sobre el tema que a los creyentes más les preocupa y que sus candidatos ya vienen agitando: la defensa de la familia y los valores, al menos entendidos como el rechazo a los gais y la obsesión con el sexo. Francisco no tiene esa obsesión, y cuando habla de los gais es para comprenderlos.

El papa en cambio tiene la obsesión de la justicia, de jugarse con los más pisoteados, de cuidar nuestro frágil planeta y de condenar con palabras durísimas los múltiples horrores del capitalismo.

Este es el papa que van a aplaudir los poderosos y los ricos y los depredadores de Colombia, sin oír nada, ni entender nada, ni proponerse nada que le dé sentido o dignidad a su visita.

FRANCISCO “AD PORTAS”

Lorenzo Madrigal

Ya llega el papa y se nos invita a que “demos el primer paso”. No se nos indica hacia dónde. Cada cual en su imaginación puede decidir la dirección de ese primer paso. Hagamos el ejercicio.

Un primer paso debe darse, estoy seguro, hacia la reconciliación en cuanto fin de una guerra de armas y municiones y este paso se está dando, aunque aún falta por desmantelar más de una caleta que los ingenuos coadyuvantes de la ONU buscan en el inmenso territorio nacional. Pero la reconciliación, se dice, ha de ser también de los espíritus; no sé si al punto de que las víctimas y el país todo hayan de mirar con bondadosa sonrisa las atrocidades del pasado. “Es tan largo el olvido”.

Un paso podría ser el de cesar las vanidades de los gobernantes, que parecieron sacrificar un país por un reconocimiento mundial, que han usado la paz como pretexto político y les ha servido para perpetuarse en el mando y enrostrarles a sus contradictores la categoría de enemigos de la paz.

Dar un primer paso sería comenzar a no servirse de los principios cristianos ni de la misma figura de un papa bondadoso y popular, del modo como se tomaron sus palabras para propaganda de una causa que era un proceso particular de armisticio, no el único posible.

Un primer paso, en general, sería, pues, el de no engañar con fines políticos. Que no se mezcle la prédica de la paz, el rescate de la vida y el mandamiento del amor con intereses de la corriente internacional que acostumbra camuflarse dentro de una neblina democrática, para desvelarse luego en arbitrariedad, en crimen social y en terrorismo de Estado. Que cese la ingenuidad eclesiástica de pastores y escritores que se sienten navegando en aguas mansas para desembocar en rápidos peligrosos y abisales.

Hay que dar un primer paso, aun sin temor de mirar al pasado, si es el caso, para respetar principios democráticos como el acatamiento a la voluntad popular expresada en las urnas. El pontífice debería estar informado de que la causa nobilísima de la paz está cimentada en Colombia en terreno movedizo, pues carece del respaldo popular que se buscó sin conseguirlo. El gobernante encontró un remedo de pacificación, que ha dado resultados de coyuntura, pero que ha creado una grave incertidumbre hacia el futuro.

Demos un primer paso hacia una paz de verdad, sin artimañas ni engaños. Y que el santo padre de todos se dé cabal cuenta de haber sido utilizado.

***

Adquirí la medalla que acuñó Villavicencio en recuerdo de la venida del papa, en cuanto visita pastoral, y de la beatificación de los mártires. Es de una sencilla aleación, como el mismo Cristo pectoral del papa, como es la verdad monda y lironda, sin el oro falso de Noruega.

FRANCISCO EL HOMBRE

Ramiro Bejarano Guzmán

Por supuesto que para los católicos creyentes y practicantes la venida del papa Francisco a Colombia es un acontecimiento inolvidable, por su recorrido por Bogotá, Medellín, Villavicencio y Cartagena, oficiando misas y prodigando bendiciones. Pero muchos otros colombianos que respetamos la libertad de cultos que a la mayoría de los católicos no les importa, incluidos los sacerdotes colombianos, esperamos que el pontífice no venga solamente a rezar.

Hay que reconocer que Francisco es un sucesor de Cristo singular porque ha puesto el dedo en la llaga donde el oscurantismo ultracatólico no se ha atrevido. Por ejemplo, aquí la jerarquía católica no ha acatado la orden papal de pedir excusas por los atropellos infringidos a menores por los curas pederastas. El cardenal Salazar, quien por estos días será acogido como un héroe por haber traído a Francisco, frente al requerimiento de disculpar a la Iglesia simplemente anunció que aquí son tan pocos los casos que no hay necesidad de cumplir ese mandato. Aunque las noticias de los últimos años desmienten al poderoso cardenal, así hubiese apenas un solo menor abusado, las excusas públicas debieron haberse ofrecido. ¿En esa tarifa cardenalicia cuántos niños abusados o ultrajados por sacerdotes católicos se requieren para que se cumpla la clara y perentoria orden de Francisco?

Por gestos y actitudes como esas a Francisco no lo quieren todos los católicos. Hay quienes lo odian y lo califican con adjetivos impublicables, como ese dechado de tolerancia de José Galat, y otros más de su estirpe ultraderechista. Para ellos el papa argentino es un infiltrado del comunismo y de los ateos, lo que por supuesto no es más que una caricatura de mal gusto.

En lo que respecta a nuestra particular situación colombiana, es importante no olvidar que la totalidad de los mandamases de la Iglesia católica, exceptuando al arzobispo de Cali, Darío de Jesús Monsalve, tienen además otra deuda grande con el país. Me refiero a la de haberse opuesto a la aprobación en las urnas del plebiscito por el Sí a los Acuerdos de Paz entre Gobierno y Farc. Fue evidente que los obispos y curas se dedicaron a desinformar y a exigir en sus homilías a su feligresía que votaran por el No, porque de lo contrario esto se iba a convertir en otra agencia del castrochavismo o que se volvería obligatorio el homosexualismo y otras sandeces semejantes. No les importó ponerle fin a la guerra que entre otras cosas ellos mismos impulsaron en nombre de su fe católica. Si el Sí hubiese sido aprobado por la inmensa mayoría de los colombianos, otro sería el rumbo y la temperatura de este país, pues los carroñeros que se han opuesto a las negociaciones con las Farc no tendrían justificante alguna para insistir en el odioso empeño de que la guerra continúe, eso sí, pero peleada con ejércitos conformados en su mayoría por jóvenes campesinos humildes.

Que pase lo que tenga que pasar y que todo salga bien para los católicos con la visita del papa, pero sobre todo para el país. Lo que sería inolvidable y útil para esta adolorida Colombia es que la autorizada voz del papa apoyara la paz concertada entre el Gobierno y las Farc, sin ambages. Un pontífice como Francisco que derrote con su palabra el pesimismo y la desinformación haría de su visita una efeméride que recordaríamos todos y que serviría de ejemplo para las futuras generaciones.

No soy yo precisamente el llamado a formularle recomendaciones públicas a un papa que a lo mejor nunca lo enterarán de lo que opinamos ciertos columnistas que creemos en la libertad de cultos sobre su presencia en esta tierra de Macondo, la de los “cien años de soledad”, pero ojalá que Francisco en todas y cada una de las ceremonias que habrá de presidir aquí en su condición de pastor o jefe de Estado, como jefe máximo de la religión mayoritaria en nuestro país, respalde la paz que hemos conseguido e invite a los suyos a obrar en consecuencia. Dios quiera que así sea. Amén.

Adenda. Increíble que ante semejante escándalo judicial los presidentes de las altas cortes, en entrevista en Caracol TV, hayan insistido en que se mantenga la Comisión de Acusaciones para que los investigue y los juzgue. Eso confirma que reformas de la mano de las cortes no son posibles.

EL DISCURSO DEL PAPA

Javier Ortiz

Quizás en el país no se siente la misma devoción que generó la visita de Juan Pablo II en 1986. En aquellos tiempos las iglesias evangélicas eran apenas pequeñas congregaciones en casas de barrios populares, formadas por humildes mujeres que no usaban pantalones ni maquillaje y de hombres que se vestían con camisas mangas largas de colores pasteles; no eran las actuales multitudes que mueven recursos, llenan cada domingo templos gigantescos, estadios y plazas en efusivas manifestaciones políticas. Sin duda, el catolicismo ha perdido mucho terreno. Francisco tampoco tendrá una tragedia reciente en Armero y no caminará sobre el barro endurecido que sepultó a un pueblo entero para rezar arrodillado y en solitario a los pies de una inmensa cruz de concreto. Tampoco podrá inspirarse en la postal de un Palacio de Justicia en llamas, ni en un país que se reencontraba como nación en el dolor.

Después de aquello, la nación siguió acumulando tragedias, pero ni siquiera los intentos de poner fin a una de ellas han logrado generar acuerdos entre sus habitantes. Por supuesto, el actual papa es un hombre inteligente, que sabe jugar con los símbolos y con el lenguaje que demandan los nuevos tiempos. Es una especie de rockstar que pone nervioso al catolicismo más ortodoxo, mientras que los más alternativos lo veneran y vuelven virales sus mensajes a través de las redes sociales. Pero estos últimos son católicos cómodos, que no van a misas ni llenan estadios. El papa Francisco llega a un país tan polarizado en donde a muchos, más allá de su devoción religiosa, los enceguece pensar que esta es la cereza en el pastel de un proceso de paz que les ha generado urticaria.

Hace un par de meses dio un largo discurso en un encuentro con los movimientos populares en Bolivia. El papa —no un revolucionario latinoamericanista de vieja data— dijo que valía la pena luchar por “las famosas tres tes: tierra, techo y trabajo”, y “que el clamor de los excluidos” debía escucharse “en América Latina y en toda la tierra”. Repito, era el mismo papa Francisco quien hablaba, y su discurso tampoco eran citas tomadas de José Carlos Mariátegui o de Víctor Raúl Haya de la Torre. “Entonces, digámoslo sin miedo, necesitamos un cambio, un cambio real, un cambio de estructura”, señaló. Y continuó diciendo que “este sistema ya no se aguanta, no lo aguantan los campesinos, no lo aguantan los trabajadores, no lo aguantan las comunidades, no lo aguantan los pueblos”. De modo que era “imprescindible que, junto a la reivindicación de sus legítimos derechos, los pueblos y sus organizaciones sociales construyan una alternativa humana a la globalización excluyente”.

Aguantarán un discurso de este tipo algunos empresarios del país que patrocinan a candidatos corruptos en elecciones populares a cambio de beneficios para acumular más riquezas, y que luego salen liderando cruzadas por la honestidad y la ética en la administración pública. Lo aguantarán los eternos acaparadores de terrenos que ven en cualquier intento de distribución de la tierra un proyecto comunista de expropiación. Muchos de ellos, seguramente, asistirán a los actos de la visita del papa como una actividad social más, y luego saldrán de allí a repetir su cotidiana homilía con la que defienden a capa y espada el privilegio histórico de estar por encima de los demás.

A qué niveles habremos llegado cuando el discurso de un papa resulta lo más revolucionario que hayamos podido escuchar.

EL TIEMPO
UNTARSE DE PAPA

María Isabel Rueda
Qué felicidad la de Colmotores de que el Papa escogiera Chevrolet para armar sus tres papamóviles...

Monseñor Suescún me transmitió, con enorme generosidad, una invitación a formar parte del comité de bienvenida de Francisco. Qué honor: la última vez que vino aquí un papa fue hace 31 años. No pude, lo habría hecho encantada, pero por fortuna hay personas más apropiadas que yo para proteger la dignidad de su misión pastoral.

Es que muchos le tienen ganas, pero el Papa no está para que lo usen como un instrumento de ‘marketing’ político o comercial. Abundan quienes quieren untarse de Papa para mejorar sus calificaciones ante la opinión o para aparecer, “con cara de estampita”, como dice el Papa, untados de santidad ante sus electores o ante sus clientes.
Por fortuna, esos intentos ‘non sanctos’ no toman por sorpresa a los hábiles cancilleres del Vaticano. No permitieron que antes de que estuviera firmada la paz con las Farc trajeran a Francisco a Colombia a que desvarara el acuerdo. Se exponía a que cada una de las partes de la polarización que divide al país le arrancara un pedazo de muceta. Casi se la hacen en La Habana, donde la delegación del Gobierno y las Farc le tenían preparada una celada para que le diera su bendición al acuerdo sobre justicia, que, después se vino a saber, no estaba terminado sino cosido a las malas para la visita y lleno de “pendientes”. Qué tal, el Papa de dueño de la JEP... Enseguida intentaron hacerle otra encerrona en las Naciones Unidas, en Nueva York, a donde le iban a llevar a Shakira para amenizar el evento. De esa trampa también salió corriendo. Los dejó, según una expresión que él utiliza, “con cara de pepinillos en vinagre”.
Finalmente, el Papa llega a Colombia con el acuerdo de paz firmado. Pero intentarán de nuevo utilizarlo. Empezando por el presidente Juan Manuel Santos, que probablemente vea en el Papa su última oportunidad de mejorar su imagen en las encuestas. Por eso debe ser que a Santos se lo ha visto casi todos los días de esta última semana subiéndose y bajándose del papamóvil como un niño estrenando triciclo. Por tal motivo, el genial caricaturista Osuna ha rebautizado el vehículo como el ‘papa-nobel’; en una de estas, el Papa termina siendo el segundo de a bordo de su tradicional vehículo pastoral...
¿Y qué tal el ‘chevroletazo papal’, como lo llama el columnista Mario Fernando Prado? Qué felicidad la de Colmotores de que el Papa escogiera la marca Chevrolet para armar los tres papamóviles que usará en su romería. Gracias a la visita papal, el ‘top of mind’ de esta marca se le elevó tanto que ya estoy viendo la cuña: “Al cielo, solo en Chevrolet”.
Otros que ya anuncian manoseo al Papa son las Farc. Uno de sus miembros, ‘Pastor Alape’, dijo esta semana que ellos aspiran a obtener una audiencia con su santidad, pero que de ninguna manera en calidad de victimarios, sino de víctimas. Porque el victimario en Colombia es el Estado, según lo acaba de reconocer el Congreso Nacional cuando aprobó la ‘ley abuelita’ (ver columna anterior), que reprohibió el paramilitarismo en la Constitución colombiana. Por causa de ese acto legislativo, si las Farc existieron fue porque tuvieron que levantarse en armas contra la tiranía del Estado paramilitar. De manera que con esa tesis tiene más derecho ‘Alape’, como víctima, que Santos, como jefe del Estado victimario, de montarse al papamóvil con el Papa. Las cosas como son.
Y como si fuera poco, el tercer grupo que ha salido a expresar su deseo de manosear al Papa es el Eln.
Después de esmerarse en activar esta semana sus más fuertes explosivos contra el oleoducto Caño Limón-Coveñas y de bajarse en emboscada a uno que otro policía para ambientar de la forma más violenta posible la venida del Papa, el Eln discute en Quito con la delegación del Gobierno si hacerle a Francisco el homenaje de conceder temporal y experimentalmente la decisión de no disparar mientras su santidad esté en territorio colombiano. Una vez ido a Roma, todo seguirá igual. Más policías y soldados muertos, más secuestrados, más petróleo regado por los campos y los ríos y los mares colombianos.
Ojalá no manoseen al Papa de esa forma tan procaz. 
Entre tanto... Una última recomendación. Si le van a colgar al Papa la parafernalia de la paz, o sea la paloma que los del Gobierno llevan obligados en la solapa, que no le vayan a poner, ¡por Dios!, la de Roy Barreras, porque es la más grande y le desjetan la casulla.

JORGE BERGOGLIO

Cecilia Álvarez Correa
Con su bendición quedará cerrado un capítulo de Colombia: la guerra, y abierto uno nuevo: la paz.

Esther Ballestrino fue una de las fundadoras de la asociación Madres de Plaza de Mayo, cuya razón de ser es buscar a los desaparecidos durante la dictadura en Argentina, motivo por el cual fue secuestrada, torturada y asesinada.
Jorge Bergoglio, nuestro papa Francisco, tuvo una cercana relación con Esther, dado que fue su alumno. No ahorra calificativos para referirse a ella: “Le debo mucho a esa mujer”, “me enseñó a pensar”. Nunca ha ocultado su admiración hacia su maestra, una comunista acérrima militante de un partido socialista y, para rematar, atea.

Cuanta enseñanza arroja el padre Jorge, un hombre sin duda de los más creyentes, capaz de reconocer en una mujer sin fe en Dios a una real avezada de la vida. Tiene que ser un ser humano excepcional. Y así lo ha demostrado desde temprana edad, cuando, sin miedo alguno, combatió las atrocidades de la dictadura que oprimía Argentina, no solo de palabra sino con hechos y actos.
Por el colegio donde trabajó el padre Jorge en aquel entonces desfilaron decenas de jóvenes que escaparon de la crueldad del régimen, bajo su ala protectora. Siempre se regocijó de trabajar para los pobres y con los pobres. Su vida austera en ese entonces demuestra su valor más preciado: la humildad. Valor que hoy infunde en la Iglesia de San Pedro. También han sido consistentes sus manifestaciones políticas: siempre en busca de la dignidad humana.
El papa Francisco tomó la decisión de venir a Colombia hace mucho tiempo. Este viaje no es parte de una gira por Latinoamérica. Él, con su fe, creyó en el proceso de paz desde siempre y sabe que es una ganancia para el país y para el continente. Su apoyo fue incondicional y fundamental para que muchos creyentes no se tragaran las mentiras que algunos, por cuestiones políticas, quisieron endilgarle al proceso.
Con su bendición quedará cerrado un capítulo de la historia de Colombia: el de la guerra, y abierto uno nuevo: el de la paz. Y con esa bendición también me retiro yo de estas páginas editoriales, que me permitieron por más de doce meses expresar mis puntos de vista sobre diversos temas con todas las garantías de la libertad de expresión. Mi función principal como columnista fue la de ayudar a entender la importancia del proceso de paz, sus beneficios y los retos que hoy nos quedan para no repetir la historia de violencia que ha desangrado a Colombia. 
Seguramente pasarán años para que seamos conscientes de que tenemos todas las herramientas para ser un país en paz; para que nos una el amor y no nos separe el odio; para que el respeto por el otro y sus diferencias sean parte de la vida cotidiana; para que los líderes actúen con transparencia y guiados por el bien común y no por su propio ego. La ruta está trazada: una nación que siga inspirando al mundo, como ya lo hizo con el proceso de paz. Las Farc deben dar un ejemplo de virtudes democráticas, y cada colombiano tiene en sus manos la tarea de ser un mejor ciudadano. Esperemos que en las próximas elecciones se debatan ideas y no se promuevan calumnias ni odios. 
Fue un privilegio haber contribuido a la paz y haber sido columnista de este periódico. A Roberto Pombo, a Luis Noé y todos los que hicieron posible estos escritos, mi agradecimiento infinito. 
Que la visita del Papa nos enseñe amor, respeto y convivencia pacífica entre hermanos de una misma nación.

LA PATRIA

DE PAPAS Y PRESIDENTES
Orlando Cadavid Correa
Una vez concluya la histórica visita del máximo líder de la cristiandad a nuestro país, serán tres los papas (de los 266 que ha tenido la Iglesia Católica a lo largo de su dilatada historia) que hayan pisado tierra colombiana en los últimos 49 años.

En la segunda mitad del siglo pasado oficiaron como anfitriones principales, por sus dignidades presidenciales, en los sobrios recibimientos, en el Aeropuerto internacional  El Dorado, Carlos Lleras y Belisario Betancur, en las bienvenidas al italiano Paulo VI (el 26 de agosto de 1968) y al polaco Juan Pablo II, (el 1 de julio de 1986).  Lo propio hará este miércoles (6 de septiembre) en el arribo del argentino Francisco, el actual presidente Juan Manuel Santos.   

La presencia del fenómeno jesuita durante cuatro días en el país más esquinero de América Latina ha suscitado   un enorme despliegue, en materia de preparativos, que supera con creces a los que se acometieron para las visitas apostólicas de la media centuria pasada, en las cuatro capitales escogidas ahora para el periplo papal: Bogotá, Medellín (ciudad que conoció en 1970, cuando era obispo de Buenos Aires); Villavicencio y Cartagena, en las que habrá desplazamientos multitudinarios de fieles llegados de muchas partes del país y el exterior, así como  rígidas medidas de seguridad, vigilancia y control.

Entre los tres pontífices, el récord, en duración y cubrimiento de la gira colombiana, lo conserva san Juan Pablo II, el gran trotamundos del Vaticano (fueron siete los días blancos) que superó cómodamente a Paulo VI, el primer papa en besar nuestro suelo patrio, y en la despedida, al concluir su estancia de tres días aquí, exclamó: “No te decimos adiós Colombia porque te llevamos más que nunca en el corazón”.

Otra remembranza: Su Santidad Karol Woytila, el único papa nacido en la desaparecida “Cortina de hierro”, estremeció al país al postrarse de hinojos al pie de la enorme cruz erigida en el escenario principal de la catástrofe volcánica de Armero, que borró del mapa a esa ciudad tolimense y mató a 25.000 colombianos. 

Por gestiones directas de los embajadores acreditados ante el Vaticano, el estado más pequeño del mundo, los pontífices de turno suelen recibir en audiencia oficial a los presidentes de Colombia.

Recordamos dos episodios ocurridos en la Santa Sede: en una pausa de su prolongada gira por Europa, el presidente Julio César Turbay ingresó al despacho privado del papa Juan Pablo II  en compañía de su esposa, doña Nidia Quintero de Turbay. La pareja, que ya tenía cuatro hijos y tres nietos, salió de la audiencia felizmente separada, una hora después. Nunca trascendieron los detalles de la expedita anulación del matrimonio de los Turbay-Quintero.

El otro: El protocolo vaticanista (tan acartonado y riguroso) se escandalizó en el mismo recinto pontificio cuando el entonces presidente Alvaro Uribe pretendió terciarle, a la brava, al mismo papa polaco, un carriel jericoano que le había al llevado como presente al Sumo Pontífice.

Se nos iba quedando en el tintero el fallido esfuerzo que hizo, en las augustas instalaciones pontificias, el papa Francisco, al intentar  reconciliar, en su despacho, a Santos y a Uribe, tratando de crear un buen clima para la visita a Colombia que comenzará, justamente, el próximo miércoles 6 de septiembre.     

 

La apostilla: La vergonzosa montañerada del guarniel maicero  (que mortificó mucho al Pontífice) fue blanco de burlas en los medios colombianos y entre los corresponsales de todo el mundo acreditados ante la curia romana. Quedó demostrado que  Uribe  no conocía el protocolo vaticano ni por el forro.

JUSTICIA
EL TIEMPO
MESURA

Rudolf Hommes
Se está limitando la libertad de presuntos inocentes, afectando su dignidad antes de ser juzgados.

Ha sido oportuno y apropiado el comentario que hizo ‘Semana’ por la detención preventiva de José Elías Melo y en caso de que algo similar pueda suceder con Luis Fernando Andrade. Ninguno de los dos ha intentado salir del país ni tiene la posibilidad de afectar la investigación a la que está sometido o es un peligro para la sociedad. Mientras un juez no decida lo contrario, ellos son inocentes. Se está limitando entonces la libertad de personas inocentes, afectando su dignidad y buen nombre, aparentemente sin suficiente justificación.

Es posible que esto ocurra porque están entre los primeros a los que se les aplica una actitud relativamente novedosa, un cambio de paradigma de la aplicación de justicia que cuestiona las normas que protegen los derechos de los investigados hasta que hayan sido juzgados. El fiscal Néstor Humberto Martínez ha desatado al respecto una agitada discusión entre juristas por haber cuestionado el “garantismo” contenido en esas normas y en la misma Constitución, con el argumento de que “los delincuentes deben entender que por encima de sus derechos están los de la sociedad”. Pero, en el caso que nos ocupa, se trata de garantías a personas presuntamente inocentes y no a delincuentes.
La Constitución establece la presunción de inocencia en los juicios, una garantía esencial vigente en las democracias liberales. El principio de presunción de inocencia lo que hace es proteger a los inocentes, minimizando la probabilidad de condenar a uno de ellos. En la medida en que se reducen o se dejan de aplicar las garantías que protegen a las personas investigadas y les permiten defenderse, se relaja el criterio utilizado para condenar a alguien, que consiste en probar, más allá de cualquier duda razonable, que es culpable. Esto aumenta la probabilidad y la capacidad de sancionar a los culpables, pero también el riesgo de condenar inocentes. Se llenarían las cárceles de delincuentes y de inocentes. En una sociedad ampliamente democrática no se admite que esto suceda porque se pone en juego la libertad. La represión generalmente opera en la dirección contraria, poniendo presa a mucha gente sin presumir su inocencia ni tenerla en cuenta.
La negociación de penas a cambio de confesiones y delaciones, que induce a los culpables a hablar, pero en condiciones de evidente conflicto de intereses, menoscaba la credibilidad del investigado y pone a la gente a dudar sobre su inocencia, muchas veces con base en testimonios falsos o interesados. La detención preventiva obra en el mismo sentido y provoca, además, condenas anticipadas en los medios de comunicación y en las redes sociales. Estas últimas pueden generarlas especialistas que inundan las redes con un sinnúmero de comentarios malintencionados orientados a sesgar las percepciones.
Todo esto indica que no debe ser hacia menor garantismo adonde se debe orientar el sistema judicial, ni a relajar los criterios que sostienen o garantizan la presunción de inocencia, sino a mejorar los métodos investigativos y aislar el sistema de sus problemas actuales, entre los cuales se destacan los ya descritos, la violación de la reserva del sumario y la justicia como espectáculo.
Resulta particularmente preocupante que los jueces o los fiscales les tengan que comprobar a los medios su independencia exhibiendo el “deber de ingratitud” con sus amigos o antiguos patrones. Lo que deben exhibir de oficio es su independencia frente a todos los poderes, incluido el cuarto poder, y su compromiso con que se haga justicia, tal como lo prevén las normas y garantías vigentes derivadas de la Constitución. En ese caso estaríamos tranquilos de que la presente campaña contra la corrupción será disuasiva y se llevará a buen término. Podremos afirmar: ‘habemus iustitia’.

ECOLOGÍA

EL ESPECTADOR
LA MALA NATURALEZA
Tatiana Acevedo

En 1987 un barco transportó 3.000 toneladas de basura desde Nueva York hasta Belice, en Centroamérica, y de regreso. Después de meses de viajar, la basura que había salido volvió para quedarse. La voltereta la dio porque la ciudad no la quería y quienes la echaron en el barco creyeron que algún sitio más pobre la aceptaría sin preguntar y por un precio adecuado. “Quémenla, entiérrenla, recíclenla, o mándenla en un crucero por el Caribe” fue la sugerencia del entonces alcalde de la ciudad, Ed Koch. Lo que no quería (ni él ni nadie) era verla u olerla. Finalmente, como nadie quiso recibirla por miedo a sus posibles componentes tóxicos, la basura fue incinerada donde se originó, en Nueva York.

Así es la historia de la basura: hace parte de la ciudad, es la “mala” naturaleza, la naturaleza urbana más cotidiana. La de Bogotá se mandó para el borde sur cuando en Patio Bonito (localidad de Kennedy) la comunidad se organizó para no dejar entrar más camiones de basura a Gibraltar, el botadero que entonces hospedaban. Otro botadero, El Cortijo (en la localidad de Engativá), ya había sido cerrado. Así, Doña Juana, entre los barrios de Mochuelo Alto y Mochuelo Bajo, en la localidad de Ciudad Bolívar, es hoy el botadero oficial de la capital desde 1987.

Desde el principio se supo que como solución el nuevo vertedero era temporal y que en pocos años se iba a quedar chiquito. A través de los 90, la migración hacia Bogotá, acelerada por el conflicto armado, se ancló, entre otras localidades del sur, en Ciudad Bolívar. En 1997, 1.500 toneladas de residuos explotaron en Doña Juana por acumulación de gases, causando una grave emergencia ambiental. Sin embargo, la ciudad siguió adelante acelerada. Pese a que, desde 2010, voces de alerta anunciaron las afectaciones en la calidad de vida de los barrios de alrededor, no pasó nada significativo hasta octubre de 2015, cuando rodaron miles de toneladas de basura en una madrugada. Para entonces se acercaba diciembre, el mes en que más basura se recibe en Doña Juana, y distintas medidas a tiempo hicieron que se pasara la página sin mucha bulla mediática. Con el tiempo, el asunto se capitalizó políticamente y unas u otras soluciones se convirtieron en asuntos de votos. Además, funcionarios relacionados con la prestación del servicio de aseo, de 2007 a 2011, están siendo procesados por mal manejo en las tarifas.

Hoy vuelve a alzar la voz la comunidad que rodea al basurero y su relleno. En semanas recientes, campesinos y habitantes de los sectores de Mochuelo Alto y Bajo protestaron por la contaminación debido a la acumulación de basuras. Como lo hicieron los vecinos de Gibraltar en los 80, los vecinos de Doña Juana bloquearon la entrada y salida de los camiones recolectores, con llantas y piedras. La administración Peñalosa ha respondido en cuatro frentes: ha culpado al operador por lo que sucede, informado sobre el aumento en tarifas de aseo, anunciado también la extensión (en tiempo y espacio) del relleno. Finalmente, ha enviado al Escuadrón Antidisturbios de la Policía, Esmad, a lidiar con la movilización.

Mientras el Esmad enfrentaba a quienes protestaron, la basura seguía su camino. Pues no sólo está la más visible de colores blanco y gris, que se queda un ratico quieta y luego se entierra. Hay otra basura que sirve de cuna y comida a ratas, cucarachas y moscas de todos los tamaños que no se asientan en Doña Juana, sino que se mueven y corren y vuelan por las panaderías y los almuerzos y los colegios de Simón Bolívar y Usme. Y otra, que no es sólida sino líquida. Los lixiviados, aguas negras o amarillas, ácidas y podridas que escurren de la basura, también se mueven. Fluyen hacia el río Tunjuelo, que desemboca en el río Bogotá, y se vuelven aire en el sector.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR

REGRESO A LA PROTECCIÓN AGRÍCOLA

Eduardo Sarmiento

En la última entrega de las cuentas nacionales se observa que a tiempo que la minería, la industria, la construcción y el comercio caen vertiginosamente, la agricultura creció 6 % en el segundo semestre. El resultado generó una gran euforia en los círculos neoliberales que se precipitaron a presentarla como un efecto rezagado de la apertura económica de 1991. De nuevo se equivocan. El buen desempeño de la agricultura en el semestre proviene del retorno de la protección.

La crisis de la agricultura se remonta a la apertura de la administración Gaviria, cuando se adoptó el desmonte generalizado de los aranceles y el control cambiario que afectaron primordialmente los cultivos transitorios, en particular los de cereales, que por razones de diversa índole se cultivan en los países de estaciones con mayor productividad y menores costos. Su producción descendió sistemáticamente en los últimos 25 años y la participación en el área sembrada se redujo en forma considerable. Como las áreas liberadas no fueron ocupadas por otros cultivos, la caída de los cereales significó el deterioro persistente del agro con respecto a la economía. Los hechos se encargaron de demostrar que el país está en capacidad de producir más fácil los cultivos que tienen menor demanda mundial.

La respuesta al fracaso ha estado en políticas generalistas orientadas a ampliar la oferta del sector, que bajan los precios y contraen el empleo y no afectan significativamente la producción. En general, se observa que los aumentos de productividad del sector no están correspondidos por aumentos iguales de la producción. Lo que se plantea es una amplia intervención para aumentar la demanda.

El diagnóstico que se encuentra en mi último libro, Bases para una nueva teoría económica, lo percibió más el ministro Iragorri que sus antecesores neoliberales. El ministro adoptó una política proteccionista orientada a sustituir los aranceles y las restricciones cuantitativas aplicadas en el pasado por subsidios a la inversión, la reducción de costos, irrigación, seguros de cosechas, y más importante, anunció que el Ministerio estaría dispuesto a subsidiar las cosechas en los casos que los precios resultarán inferiores a los costos de producción, como ocurre con el arroz. Esto en conjunto con la devaluación del dólar indujo a los productores impulsados por los gremios a ampliar el área agrícola y aumentar las cosechas. Los resultados se sintieron especialmente en los cereales, los cuales en el primer semestre aumentaron 32 % y explican más de la mitad del crecimiento del sector. No es necesario entrar en mayores detalles para advertir que la recuperación de la agricultura obedece al retorno de la protección de los cereales que se abandonó irresponsablemente en los últimos cinco lustros.

Mientras que la agricultura disponga de condiciones especiales en los países de estaciones, no hay más opción que protegerla. Lo que sí es cierto es que en las condiciones actuales mundiales es más fácil adelantar la protección con subsidios que con aranceles. Así lo han advertido varios países de la región, y en particular la empresa estatal Embrapa de Brasil.

El experimento agrícola contribuyó a despejar incógnitas. La principal causa del deterioro de los últimos 25 años es el desmonte generalizado de la protección, en particular de los cereales. La expansión generalizada del sector está expuesta a serias limitaciones de demanda; las mayores posibilidades de expansión del sector están en los cereales, la carne y los derivados de la leche. El desarrollo y la recuperación del agro requieren estrategias sectoriales y protección que propicien los cultivos que ofrecen la mejor combinación de demanda y facilidad de producción.

RESPUESTA A FEDEARROZ

Indalecio Dangond B.
El pasado el 29 de agosto, recibí una carta del gerente general de Fedearroz, Rafael Hernandez, exigiéndome una rectificación a los reparos que hice en mi pasada columna sobre el manejo que le ha dado a los recursos de los arroceros y a la falta de competitividad del sector.

Claramente, el señor Rafael Hernandez pretende con esa comunicación levantar una cortina de humo para desviar la atención y evadir la responsabilidad que le cabe frente a la grave crisis que están viviendo los productores de arroz del país, por la caída de los precios.

Para empezar, es preocupante que el gerente de Fedearroz afirme que el origen de la problemática actual del sector arrocero “radique en la insensata actitud de la industria molinera por no participar en el incentivo al almacenamiento…”, cuando todos sabemos que este problema inició cuando Fedearroz permitió la siembra récord de más de 400.000 hectáreas de arroz en el primer semestre de 2017, a sabiendas de que existía un inventario de 800.000 toneladas de arroz pady seco.

Esta falta de control del gremio permitió que la oferta se desbordara en 3,4 millones de toneladas frente a un consumo nacional de 2,8 millones de toneladas de arroz pady seco. Como nuestro arroz no es una opción competitiva en el mercado internacional por los altos precios y porque tenemos cerradas las importaciones desde Ecuador y Perú, le tocó al Ministerio de Agricultura salir a resolverle el problema de la falta de planeación a Fedearroz, subsidiando el precio a los productores.

Claramente, esta crisis termina favoreciendo a Fedearroz, porque a mayor arroz en el mercado mayor es el recaudo de dinero por concepto del impuesto parafiscal que le aplica a los arroceros del país y a las subastas del TLC con EE. UU. Por el primero, ha recaudado desde 1995 una cifra mayor a los $296.000 millones, que corresponden al valor anual a precios constantes de 2016, y por el segundo, más de 60 millones de dólares desde el 2012 a la fecha.

En las cifras del gerente de Fedearroz solo han recaudado $182.846 millones por cuota parafiscal y 49 millones de dólares por recaudo de las subastas. Como las cuentas no cuadran, sería interesante que la Contraloría General de la República realizara una auditoría especial sobre el recaudo de estos recursos para que la opinión pública y los mismos arroceros conozcan cuánto, cómo y en qué se han gastado esta millonaria suma de dinero.

Otro tema que vale la pena revisar a la luz de la libre competencia es la venta de semillas de arroz en Colombia. En la comunicación el señor Rafael Hernandez afirma que “el 70 % del área sembrada de arroz en el país se hace con variedades Fedearroz”. Una empresa que tiene el 70 % del mercado es claramente cercana a un monopolio.

Cabe anotar que en mi columna me refería al monopolio que tiene Fedearroz para acceder al material genético (germoplasma) del Fondo Latinoamericano de Arroz Riego. Las otras seis empresas que desarrollan variedades de arroz en el país no tienen acceso a este germoplasma, ni siquiera pagando. ¿Ésa no es en sí misma una posición dominante? Buena consulta para el superintendente de Industria y Comercio, Pablo Felipe Robledo.

EL TIEMPO
NO PROPIAMENTE UN LEGO PARA NIÑOS

Guillermo Perry 

Precandidatos: resolver los problemas económicos del país será como armar un complejo rompecabezas.

Pasé de niño muchas horas viendo a mi padre armar complejísimos rompecabezas, que exigían gran precisión para ajustar cada pieza y mucha imaginación para anticipar una visión realista de la pintura final. El próximo gobierno se va a enfrentar a un problema parecido en lo económico y lo fiscal. Los dilemas que tuvieron Uribe y Santos parecerán, en comparación, un Lego para niños.
No se contará con los muy abundantes ingresos fiscales y de divisas que hubo entre el 2003 y el 2014, gracias a la combinación inusual de los precios del petróleo más altos y las tasas de interés internacionales más bajas de la historia. Tampoco, con el impulso que esta feliz conjunción les brindó a la actividad económica y las finanzas públicas.

La mayoría de los precandidatos parecen no haberse percatado de la magnitud del problema fiscal y de reactivación económica que habrán de afrontar. O están soñando –y sería bueno que despertaran y aterrizaran en la dura realidad– o les están pintando a los electores pajaritos de oro imposibles de alcanzar, incurriendo en una peligrosa demagogia.
Ojalá miren los estimativos de Fedesarrollo, reconocido como el mejor centro de investigación independiente de América Latina. Esa entidad calcula que el choque que sufrió la economía por la caída dramática del valor de sus exportaciones (de 60.000 a 31.000 millones de dólares entre el 2012 y el 2016: una reducción del 48 %) fue comparable al de los dos episodios más difíciles de la vida económica del país: los ocasionados por la guerra de los Mil Días, entre 1898 y 1902, y por la Gran Depresión, entre 1928 y 1932 (cuando se redujeron en 45 % y 49,8 %, respectivamente). Y estima que, por la brutal caída de los ingresos fiscales petroleros (de un pico de 3 % del PIB a cero en el 2016 y 2017 y un máximo de 0,4 % en los años siguientes), apenas temporal y parcialmente compensada por las reformas tributarias del 2014 y el 2016, el déficit fiscal se mantendría al menos en 4 % del PIB por varios años, a no ser que haya recaudos tributarios adicionales. Y eso suponiendo una fuerte austeridad en el gasto, que elimine la ‘mermelada’ y la corrupción y realice inversiones mínimas en el posconflicto.
Como consecuencia, la brecha con las metas de la regla fiscal se iría ampliando hasta el 2,7 % del PIB, en contraste con las optimistas proyecciones del Gobierno, que también está dedicado a pintar un mundo de ilusiones. Por eso, Fedesarrollo, Anif y otros muchos economistas independientes estimamos que el próximo gobierno tendrá que hacer milagros para reducir significativamente la evasión (lo que exigiría implementar la ambiciosa reforma de la Dian que recomendó la Misión Asesora y no hizo la administración Santos) y/o una nueva reforma tributaria.
Reducir el déficit para evitar una crisis fiscal que nos sumiría en fuerte recesión, como la que ha sufrido Brasil por igual causa, y, al mismo tiempo, ejecutar las inversiones mínimas requeridas para consolidar la paz y mejorar la infraestructura, la educación y la salud será casi tan complicado como lograr la cuadratura de un círculo.
Para complicar las cosas, las inversiones en infraestructura, petróleo y minería que requiere el país enfrentarán cada vez más la oposición de comunidades locales muy empoderadas pero muy desinformadas. Este es un fenómeno nuevo que nos acompañará por mucho tiempo y que el próximo gobierno tendrá que manejar con paciencia, pedagogía, imaginación y liderazgo, lo cual no ocurrió bajo la actual administración.
Sería bueno que los precandidatos dejaran de pensar y pregonar que la solución de estos problemas resultará tan fácil como armar un Lego para niños.
P. S.: dudo que Vargas Lleras logre quitarse de encima la mala fama de su Cambio Radical mediante el simple expediente de inscribir su candidatura por firmas.

PARA LEER

EL ESPECTADOR

LO ESCRITO ERA LO CIERTO

Fernando Araújo Vélez

He vivido inmerso en una profunda guerra de secretos, en la que las balas han sido los murmullos, y las espadas, el silencio. He callado por años dos o tres mentiras, y he dicho sí señor, sí señora, muchas más veces de las que hubiera querido. De niño inventé que había salvado a mi equipo de fútbol en el último minuto de un partido trascendental con una mágica atajada, aunque no hubiera tenido equipo de fútbol y jamás hubiera jugado de portero. De adolescente multipliqué la historia de que por defender a una mujer en peligro me habían herido en la pierna con un cuchillo, sólo para decir que había salido con una mujer y que en mi cuerpo llevaba heridas de guerra.

Por años escribí un diario en un idioma que yo mismo creé. Cuando una hermana lo descubrió, le expliqué que esa era una lengua muerta, muy muerta, de mucho antes de Cristo. Recité como míos poemas que no lo eran, y escribí en uno que otro libro imaginadas dedicatorias de sus autores. Así fueron mis balas, balas que jamás daban en un blanco, que pegaban contra un muro, se devolvían, me herían y me llenaban de culpas. Balas de nieve, como en las canciones de Silvio Rodríguez, balas de azúcar. Ingenuas balas que yo disparaba simplemente para que alguien las escuchara, inocentes balas que pretendían contar historias que nunca habían sucedido. Balas de juguete, balas de salva.

Un día le escribí una carta a una prima, una de esas cartas que se escribían antes, con la tinta desparramándose por el papel y la mano temblorosa. Sentí que cada palabra era un sello que jamás se borraría, y que cada frase era una confesión que quedaría plasmada allí hasta la eternidad. Pasadas dos semanas, mi prima me pidió que habláramos. Me invitó a una limonada. Habló con absoluta trascendencia de mi carta, pero yo sólo oía palabras y palabras y sonreía como un tonto, feliz de que la carta hubiera tenido tanto efecto. Le dije sí señora varias veces, sin tener ni idea de a qué le decía que sí, y repasé en mi mente los destinatarios de las decenas de cartas que escribiría desde esa noche.

Escribí cartas y cartas, algunas verdades y varias mentiras. Todo era magia. Mientras escribía, me sentía el dueño del mundo y entre renglones descubría los secretos de las profundas guerras en las que me creía inmerso, y en las que estaba inmerso. Mientras escribía, la carta era lo esencial, lo que importaba, y si una mentira me ayudaba a darle forma a una historia, yo la escribía. Lo escrito era lo cierto. Lo escrito siempre fue lo cierto.

ESPIRITUALIDAD

VANGUARDIA
EL EFECTO ‘CEBOLLA’

Euclides Ardila Rueda

A veces nos dejamos llevar por los problemas y nos la pasamos agobiados y llorando. La vida también requiere de entereza. Es preciso enfrentar las duras pruebas que nos imponga la vida.

Un problema suele ser como una cebolla: nos pica, en algunas ocasiones nos resulta difícil de digerir y hasta nos hace llorar.

Sin embargo, tal y como pasa con el referenciado vegetal, aunque no lo crea, al final esa situación que vivimos nos proporciona ciertos beneficios que no imaginábamos.

¿A qué viene esta comparación?

Sucede que cuando la cebolla se corta produce una reacción química que hace que se impregne en el ambiente, al punto que logra sacarnos más de una lágrima.

¡Lo propio pasa con un problema!

Cuando él se nos presenta sentimos una ruptura de nuestra cotidianidad. Como es apenas normal, también esa vicisitud desata una reacción a la que no podemos ser del todo ajenos, a menos de que pretendamos ser irresponsables o indiferentes.

¿Qué hacemos? A veces lloramos.

Yo digo que llorar es relativamente sano, porque desahoga al alma; no en vano se dice que ‘emociones expresadas, emociones superadas’.

Sin embargo, no podemos quedarnos ahí amargados. Lo digo porque vamos por la vida quejándonos por todo lo que nos sucede, en vez de darnos cuenta de que Dios permite determinadas situaciones para que las superemos y avancemos.

Mejor dicho: es normal que ese problema nos genere un poco de llanto pero, tal y como pasa cuando cortamos la cebolla, nos corresponde asumir el momento y apropiarnos de serenidad para seguir adelante.

Además, Dios nunca nos proporcionará un problema para el cual no tengamos la respuesta y la fortaleza necesarias.

Échele cabeza y valore esas cosas que, a pesar de haber sido ‘feas’ o incómodas en su vida, a la postre le han dejado alguna enseñanza valiosa.

No puede permitir que la situación que afronte deje su espíritu en el piso, ni mucho menos se quede ‘llorando sobre la leche derramada’.

Hay personas que no comen ni duermen pensando en el problema, cuando muchas veces la solución está más cerca de lo que se imaginan.

Hay que tener valor para afrontar esa dificultad.

Nadie dice que asumir un problema sea fácil; pero tenga en cuenta que en medio de la lluvia, lo mejor es ver en dónde se puede escampar. Después de un fuerte aguacero, viene la calma y sale el sol.

Por muy grave que sea su problema, recuerde que una vez lo solucione usted volverá a ver claro.

Hay un ‘lado bueno’ en cada situación; la clave es encontrarlo. Si usted sabe para qué ocurren las cosas, comprende lo que le está sucediendo.

Reitero que su problema puede ser como la cebolla, esa que lo hace llorar. Pero si sabe manejarlo y resolverlo con una sencilla dieta espiritual, al final resultará benéfico para su vida.

Pídale a Dios
Ciertos problemas aparecen con fuerza sobre nosotros, al punto que logran deshojar nuestro estado de ánimo. Es ahí cuando sucesiones vertiginosas de emociones ‘feas’, que nacen en un hoyo de la barriga, desembocan en malas caras, gritos, rupturas, ansiedades y hasta en silencios depresivos. 
Son aquellas temporadas en las que se mira al cielo para encontrar una respuesta y nada logramos porque las nubes se tornan más grises y oscuras que el pensamiento. 
Por eso cada día nos vemos pegados a la cama y de pronto 
nos percatamos de que la voluntad está refundida entre las sábanas. Luego reconocemos que respirar duele tanto como hablar. Si se siente agobiado pídale a Dios fuerza, serenidad y claridad para encontrarle, por sus propios medios, una salida viable a su problema. ¡Hágalo con fe y verá que Él le dará alivio a su alma! 

FARANDULA
EL TIEMPO
LOS HÉROES SON VILLANOS 

Ómar Rincón

Los malos triunfan en la ficción (y en la realidad), los buenos gozamos viéndolos. Cuánto vende el odio, cuánto goza el bien.
En la ficción, los malos son mejores que los buenos, nos fascinan porque hacen lo que nosotros (los que nos creemos buenos) no podemos. 
En las telenovelas, los villanos son más diversos, recursivos y sabrosos; en las series de moda solo se puede ser héroe si eres oscuro, perverso, despiadado.

En las narconovelas son cómicos Robin Hoods que buscan liberar a su pueblo y a su clase.
En los noticieros, los delincuentes, los corruptos, los cínicos y los políticos del odio y el ‘bullying’ ganan los titulares; en el reguetón son malévolos de calle y cama.
El nuevo héroe es casi un criminal o delincuente con estilo (perversos atractivos). En las series, el vicio, el crimen y lo ilegal constituyen la filosofía de lo ‘cool’. 
Paradójicamente se combinan la práctica de lo políticamente incorrecto (machismo, racismo, clasismo, sexismo, odio al migrante) con la lucha contra lo puritano (liberarse vía drogas y goces corporales).

Las series son anti-TV porque pregonan un mundo sin familia, sin dios, sin tradición, sin moral. Y eso las hace maravillosas en este mundo de fes perversas y creyentes débiles. 
Lo mejor de las series está en que le dan una patada al tablero moral y a las expectativas clásicas de disfrute. He ahí su seducción, por fin los malos triunfan. 
Un entretenimiento cínico, amoral, desfachatado. La perversión con estilo. Relatos civilizados de esta sociedad donde la crítica contracultural se hace en el consumo. 
Las series documentan la opinión pública de nuestra ‘coolture’: donde el yo está en efervescencia y el mundo conspira contra mi felicidad. Las series nos hacen bien.
En series, en narconovelas, en política, en reguetón… los machos seducen mientras las mujeres meten miedo. No hay nada peor que una villana, una heroína de serie, una narco o una política... hasta para la villanía excluimos: eres seductor y fascinante si eres macho, mientras si eres mujer serás aterradora.

Horrorizan por ser fría y bella la señora Underwood (‘House of Cards’), una ingenua y desubicada Piper Chapman (‘Orange is the New Black’), una obsesa Carrie Mathison (‘Homeland’). La mujer liberada mete miedo. Hasta para la villanía somos machistas. 
¿Qué nos dice de NOSOTROS (los buenos que gozamos fascinados con estas perversiones)? Que las series nos vienen anunciando el presente (de Pablo a ‘Popeye’ y Uribe; de Frank Underwood a Trump y Peñalosa; de ‘Lie to Me’ a Moreno y el Fiscal).
Las series nos dicen que asistimos a una revancha de clase, una revolución del billete, una fascinación por el lado oscuro de la vida. Que a los héroes gringos se les llama nuevos ricos y en Colombia les diríamos narcos o traquetos. 
Que la ética del capital es el revanchismo social, el billete mata cabeza, la ley se compra y el éxito se mide en consumos pop. Y por último, que el Estado no existe o está al servicio del delito.

